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III. POLÍTICAS Y PRÁCTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS
1) Introducción
1. El régimen comercial básico de las CE apenas se ha modificado desde el último examen de las políticas comerciales.  El promedio del arancel NMF aplicado ha permanecido estable y es del 6,5 por ciento en 2004, con unos tipos que oscilan entre el 0 por ciento y el 209,9 por ciento;  los tipos más elevados se siguen aplicando a los productos agropecuarios.  Los derechos ad valorem y no ad valorem representan el 90 por ciento y el 10 por ciento de los aranceles de 2004, respectivamente.  Los derechos no ad valorem pueden ser específicos, compuestos, mixtos o variables.  Se aplican a los productos agropecuarios, que están sujetos también a contingentes arancelarios, cuya utilización es en promedio del 67 por ciento.  La amplia red de acuerdos comerciales preferenciales de las CE limita la aplicación del arancel NMF a las importaciones procedentes de nueve Miembros de la OMC (alrededor del 34 por ciento de las importaciones totales de mercancías en 2002).
2. Se aplican un impuesto sobre el valor añadido (IVA) e impuestos especiales de consumo, con los mismos tipos, a las importaciones y a los productos de fabricación nacional (así como a los servicios en el caso del IVA).  Los tipos impositivos no están armonizados entre los distintos Estados miembros de las CE, aunque se han establecido tipos mínimos a nivel comunitario.  Las CE son uno de los Miembros que utilizan con mayor profusión medidas comerciales correctivas especiales;  en 2002 y 2003 inició un total de 28 investigaciones antidumping, 5 sobre medidas compensatorias y 3 sobre medidas de salvaguardia.  En el marco del "Programa Aduana 2007", las CE han impulsado la mejora de la administración aduanera en las Comunidades a través de medidas tales como la adopción de distintos sistemas de comunicación e intercambio de información, para contribuir a la creación de un entorno aduanero (electrónico) sin documentación impresa.
3. El sistema de concesión de licencias de importación de las CE se mantiene con fines de vigilancia, administración de los contingentes y salvaguardias.  Las prescripciones técnicas, tanto las normas como las medidas sanitarias y fitosanitarias, han sido objeto de un examen permanente por la Comisión;  en algunas esferas no están plenamente armonizadas entre los Estados miembros.  Se otorgan subvenciones a la exportación, basadas en la diferencia entre los precios comunitarios y los precios del mercado mundial, a varios productos agropecuarios;  su cuantía se cifró en 2.500 millones de euros (en torno al 90 por ciento del total de las subvenciones a la exportación que otorgan los países de la OCDE).
4. Las CE han adoptado medidas para simplificar, modernizar y flexibilizar el régimen de contratación pública;  la introducción de las reformas que estaba previsto aplicar cuando se llevó a cabo el examen anterior se encuentra en una fase avanzada.  Se han adoptado medidas para la aplicación de normas de competencia en esferas como la industria del automóvil, los servicios de seguros y la ayuda estatal al empleo.  Asimismo, se han adoptado reglamentos sobre distintas cuestiones, como el registro de los dibujos y modelos comunitarios y la protección de las indicaciones geográficas y las designaciones del origen para los productos agrícolas y los alimentos, así como sobre la lucha contra la falsificación y la piratería.
5. En el marco del proceso de adhesión, los 10 nuevos miembros han ajustado particularmente su legislación comercial y relacionada con el comercio al acervo comunitario.  Sin embargo, existen disposiciones transitorias para esos países, ya sea de carácter colectivo o individual.
2) Medidas que afectan directamente a las importaciones
i) Procedimientos aduaneros y valoración en aduana
6. Los procedimientos aduaneros de las CE se han establecido de conformidad con las disposiciones pertinentes del Tratado de la CE y bajo la influencia de las disposiciones relativas a los asuntos aduaneros de organizaciones internacionales como la OMC, la Comisión Económica de las Naciones Unidas para Europa (CEPE-NU) y la Organización Mundial de Aduanas (OMA).
  El Código Aduanero Comunitario y su reglamento de aplicación constituyen el marco legislativo básico de los procedimientos aduaneros de las CE.
  La finalidad del Código Aduanero es reunir en un corpus legislativo único y coherente las normas generales y todos los procedimientos aduaneros aplicables a las mercancías objeto de comercio entre los Estados miembros de las CE y países terceros.
7. Según se indica en el Código Aduanero, las mercancías que entran en el territorio aduanero de las CE pueden quedar sujetas a un régimen aduanero o a otros tipos de destino aduanero.
  La inclusión de las mercancías en un régimen aduanero requiere una declaración al efecto
, en tanto que la entrada con otros destinos aduaneros normalmente sólo exige un acto físico.
  En el procedimiento normal, la declaración de aduanas debe hacerse por escrito y consiste en el documento administrativo único, acompañado de la documentación pertinente (por ejemplo, las facturas u otros documentos a efectos de la valoración en aduana, los certificados del origen para la aplicación de aranceles preferenciales o la exención del arancel aduanero común, así como cualquier otro documento establecido en los reglamentos específicos relativos a la importación de mercancías, como certificados sanitarios y certificados de conformidad y autenticidad).  La declaración se puede hacer también utilizando técnicas de procesamiento de datos o mediante cualquier otro acto pertinente.
  Las autoridades aduaneras pueden conceder autorización para simplificar las formalidades y procedimientos.
  El Código Aduanero se aplica de manera uniforme en todo el territorio aduanero de la Comunidad a las exportaciones e importaciones de mercancías.

8. El régimen básico de valoración en aduana no se ha modificado desde el último examen de las políticas comerciales de las CE.  Sus disposiciones figuran en el Código Aduanero y se basan en el Acuerdo de la OMC relativo a la Aplicación del Artículo VII del GATT de 1994
 y en las decisiones e instrumentos de los comités competentes de la OMC y de la Organización Mundial de Aduanas.
  Durante el período que se examina se han modificado los reglamentos de valoración en aduana en relación con las mercancías defectuosas y el límite para la declaración del valor en aduana.  En virtud del Reglamento Nº 444/2002, los funcionarios de aduanas pueden modificar el precio convenido entre el comprador y vendedor para tener en cuenta la naturaleza defectuosa de mercancías, y el límite previsto para la presentación de la declaración en aduana relativa al valor en aduana ha pasado de 5.000 a 10.000 euros para tener en cuenta los cambios monetarios y simplificar las formalidades de importación.
9. En general, no se  exige la declaración de aduana para las mercancías importadas destinadas a determinadas zonas francas (de control de tipo 1) y depósitos francos.  Los recursos contra las decisiones de las autoridades aduaneras se deben presentar primero ante las autoridades aduaneras y luego ante los tribunales nacionales, después de lo cual se puede recurrir al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas en virtud del artículo 230 del Tratado de la CE.
10. La aplicación uniforme de los procedimientos aduaneros comunes por los Estados miembros de las CE ha resultado problemática debido a las diferencias en la disponibilidad de acceso electrónico a los servicios aduaneros (para la introducción de datos con miras a la declaración de aduana electrónica), a las limitadas interconexiones para la interoperabilidad entre sistemas y a las diferentes interpretaciones de la legislación de aduanas de las CE por parte de las autoridades aduaneras nacionales
;  probablemente, la situación empeorará con la ampliación de la Unión.
  El problema se ha afrontado en el marco del programa comunitario "Aduana 2007", adoptado el 11 de febrero de 2003 y que estará en vigor hasta el 31 de diciembre de 2007.
  La finalidad de de este programa es conseguir que las administraciones de aduanas de los Estados miembros colaboren y desempeñen sus cometidos con la misma eficacia que si se tratara de una administración única, mejorar la facilitación del comercio, proteger los intereses de las CE frente al fraude y las actividades delictivas, teniendo en cuenta también preocupaciones sanitarias y ambientales, y adoptar medidas para preparar y favorecer la ampliación y la integración de nuevos Estados miembros.  Entre las actuaciones que se impulsarán cabe señalar el establecimiento de sistemas de comunicación e intercambio de información, la realización de evaluaciones comparativas
, el intercambio de funcionarios, la organización de seminarios y otras actividades de formación, el seguimiento y la asistencia técnica.
11. Se han comenzado a utilizar varios sistemas de comunicación e intercambio de información para promover un entorno aduanero sin documentación impresa (electrónico).  Los Estados miembros han puesto en marcha un nuevo sistema informatizado de tránsito (NCTS) concebido para acelerar los procedimientos de tránsito y hacer un seguimiento del sistema de tránsito con el fin de combatir el fraude.  Al 30 de junio de 2003, las CE-15 habían cumplido el plazo para su aplicación.  Se han establecido otros sistemas aduaneros electrónicos comunitarios como la red común de comunicación/interfaz común de sistemas (CCN/CSI)
, el sistema de difusión de datos (SDD)
, el sistema de información sobre el arancel integrado comunitario en apoyo del despacho de aduanas automático (TARIC), el sistema europeo de información arancelaria vinculante (EBTI)
, el sistema de gestión de la vigilancia de los contingentes arancelarios (QUOTA), el sistema de gestión de las importaciones en régimen de perfeccionamiento activo y el sistema suspensions.  Cabe pensar que todos estos sistemas contribuirán a conseguir una mayor coherencia y uniformidad en la aplicación de los procedimientos aduaneros comunitarios, aumentar los controles y reducir los costos de observancia y el tiempo necesario para el despacho de aduana.
12. También se han acometido reformas legislativas para mejorar la facilitación del comercio en las fronteras de la CE.  El 18 de diciembre de 2003, la Comisión adoptó un reglamento que permitía la publicación en línea de extractos no confidenciales de su base de datos relativa a la información arancelaria vinculante, modificaba las disposiciones relativas a la utilización del documento administrativo único para incorporar el progreso tecnológico, en particular los métodos de despacho aduanero basados en la utilización de la informática, especificaba cuáles eran las autoridades competentes a las que se debían presentar las solicitudes de autorizaciones únicas, y extendía el sistema de vigilancia a las exportaciones.
  La Comisión tiene previsto introducir en 2004 las modificaciones propuestas del Código Aduanero y de su reglamento de aplicación.  Las modificaciones tienen por objeto que las declaraciones y mensajes electrónicos sean la norma y las declaraciones escritas en papel la excepción.  Otras propuestas encaminadas a simplificar los procedimientos aduaneros son la reducción del número de regímenes aduaneros y la mejora de la aplicación de la autorización única europea.  Por otra parte, las CE proyectan ampliar las funciones de las administraciones aduaneras nacionales en la aplicación de medidas relativas a la seguridad, la salud pública y las cuestiones ambientales.
13. En el marco de la ampliación de las CE en 2004, el Acta de Adhesión contiene medidas aduaneras de transición.  En virtud de esta Acta, las autorizaciones relativas al perfeccionamiento activo, la transformación bajo control aduanero y el perfeccionamiento pasivo expedidas en un nuevo Estado miembro antes de la fecha de adhesión estarán vigentes hasta el final de su validez o un año después de la fecha de la adhesión, si este plazo se cumpliese antes.  Otras disposiciones se refieren a los pagos posteriores al despacho de aduana, los reembolsos y las exenciones de derechos.

ii) Arancel NMF común
14. La Lista Arancelaria Común de las CE figura en un reglamento que se publica cada año en el Diario Oficial de la Unión Europea.  La nomenclatura de la lista arancelaria, con la que están vinculados los tipos arancelarios NMF y las unidades estadísticas, se conoce como Nomenclatura Combinada.  Como parte en el Convenio Internacional sobre el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, las CE han basado su Nomenclatura Combinada en el Sistema Armonizado (SA):  los seis primeros dígitos son idénticos a las subpartidas correspondientes del SA.
  La Nomenclatura Combinada introduce subdivisiones a los efectos comunitarios a nivel de 8 dígitos.
  Otra subdivisión (a nivel de 10 dígitos), denominada Nomenclatura TARIC, identifica las diferentes medidas de política comercial aplicables a importaciones y, en algunos casos, exportaciones específicas.
  En determinados casos, establece cuatro códigos adicionales correspondientes a los componentes agrícolas, los derechos antidumping, los artículos de doble uso y las subvenciones a la exportación.  Todos los Estados miembros de las CE deben atenerse a esta Nomenclatura, pero están autorizados a introducir subdivisiones o códigos adicionales a efectos nacionales (por ejemplo, el IVA o los impuestos especiales de consumo).  De conformidad con las disposiciones del Código Aduanero Comunitario y sus reglamentos de aplicación, las administraciones aduaneras de los Estados miembros están obligadas a publicar información vinculante sobre la clasificación (clasificación arancelaria vinculante) cuando lo soliciten por escrito los importadores.
15. Las CE han consolidado todas sus líneas arancelarias en la Lista CXL (cuadro III.1).  Los tipos aplicados y consolidados son idénticos para la casi totalidad de las líneas arancelarias (el 99,6 por ciento).  Las CE aplican varios tipos de aranceles:  ad valorem (los principales), específicos, compuestos (una combinación de derechos ad valorem y específicos), mixtos (derechos alternativos con un mínimo o un máximo), y variables, que varían en función de valores umbral (es decir, funciones crecientes de los intervalos de los precios CIF de las mercancías).  Por otra parte, en el caso de algunos productos, particularmente los productos agrícolas, los derechos de aduana varían según la estación.  De las 10.174 líneas (Nomenclatura Combinada) del arancel de 2004, los derechos ad valorem y no ad valorem representan el 90,1 por ciento (9.167 líneas) y el 9,9 por ciento (1.007 líneas), respectivamente (cuadro III.2).  Algunos productos agrícolas están sujetos a contingentes arancelarios (capítulo IV 2) ii) a)).  Los derechos ad valorem se aplican al valor CIF en aduana.
16. A efectos del análisis arancelario, se han utilizado equivalentes ad valorem (EAV) de los derechos no ad valorem (el 46 por ciento de las líneas arancelarias agrícolas, y 39 líneas arancelarias no agrícolas) cuando se conocían.  Los datos sobre los EAV fueron facilitados por la Comisión y se refieren a 2002.  Al no disponer de los EAV para determinados derechos no ad valorem, como los derechos compuestos o mixtos, se han utilizado los componentes ad valorem para el análisis.  El análisis abarca el 87,2 por ciento de los derechos no ad valorem, lo que significa que 129 líneas arancelarias quedaron excluidas de él.  El análisis puede estar sesgado en cierta medida.  Por ejemplo, la eliminación de componentes específicos de los derechos compuestos y la utilización de los EAV de 2002 pueden haber supuesto probablemente un sesgo a la baja en la estimación, habida cuenta del descenso de los precios mundiales de algunos productos agrícolas y de la reciente apreciación del euro.  También contribuye a ello la utilización de derechos variables (derechos sobre el precio de entrada).

17. Con sujeción a las observaciones precedentes, el promedio del tipo arancelario NMF aplicado permaneció estable durante el período objeto de examen, en el 6,5 por ciento en 2004 y en el 6,6 por ciento en 2002 (cuadro III.1).
  Los tipos arancelarios oscilan entre 0 y 209,9 por ciento (cuadro AIII.1).  El coeficiente de variación del 1,8 por ciento indica una alta dispersión de los tipos arancelarios.  El 27 por ciento de las líneas arancelarias soportan el tipo 0 y el 82 por ciento un tipo inferior al 10 por ciento;  el intervalo modal (casi el 32 por ciento de las líneas arancelarias) está comprendido entre el 0 por ciento (excluido) y el 5 por ciento (incluido).  El tipo modal es cero (gráfico III.1).
18. Globalmente, el arancel muestra una progresividad mixta, negativa desde los productos en la primera fase de elaboración (promedio arancelario del 8,4 por ciento) hasta los productos semielaborados, y positiva hasta los productos acabados (con un promedio arancelario del 7 por ciento).  Una desagregación adicional del arancel a nivel de 2 dígitos de la CIIU (Revisión 2) muestra una progresividad mixta entre otros en los sectores de la madera, el papel, los productos químicos y los metales básicos, y positiva en los alimentos (incluidas las bebidas y el tabaco), los textiles (incluidas las prendas de vestir y el cuero), los productos no metálicos (con exclusión del petróleo y el carbón) y los productos metálicos (con inclusión de la maquinaria y el equipo) (gráfico III.2).
19. Los productos agrícolas (definición de la OMC) son los que gozan de una mayor protección arancelaria, con un tipo arancelario medio del 16,5 por ciento (más del doble del promedio global);  los aranceles aplicados a los productos no agrícolas son en promedio del 4,1 por ciento.  Utilizando la definición de la CIIU (Revisión 2), la agricultura sigue siendo el sector más protegido, con un promedio arancelario del 10 por ciento, seguida del sector manufacturero (el 6,4 por ciento) y las industrias extractivas (el 0,2 por ciento) (cuadro III.3);  el 4 por ciento de las líneas arancelarias en la agricultura soportan tipos superiores al 50 por ciento (gráfico III.3).
Cuadro III.1

Estructura del arancel NMF de las CE, 2002 y 2004

(Porcentaje)
	
	
	2002
	2004
	2004 
Tipos consolidados

	1.
	Líneas arancelarias consolidadas (% de las líneas arancelarias)
	100,0
	100,0
	100,0

	2.
	Líneas arancelarias exentas de derechos (% de las líneas arancelarias)
	20,8
	26,9
	26,8

	3.
	Aranceles no ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	9,7
	9,9
	9,9

	4.
	Contingentes arancelarios (% de las líneas arancelarias)
	3,3
	3,3
	3,3

	5.
	Aranceles no ad valorem sin EAV (% de las líneas arancelarias)
	2,7
	2,7
	2,7

	6.
	Promedio aritmético del tipo arancelario
	6,6
	6,5
	6,5

	
	Productos agrícolas (SA 01-24) 
	16,7
	16,6
	16,7

	
	Productos no agrícolas (SA 25-97)
	3,9
	3,7
	3,7

	
	Productos agrícolas (definición de la OMC)a
	16,6
	16,5
	16,6

	
	Productos no agrícolas (definición de la OMC)b
	4,3
	4,1
	4,1

	7.
	Máximos arancelarios internos (% de las líneas arancelarias)c
	5,7
	5,8
	5,8

	8.
	Máximos arancelarios internacionales (% de las líneas arancelarias)d
	8,6
	8,6
	8,6

	9.
	Desviación típica general de los tipos aplicados
	11,4
	11,5
	11,5

	10.
	Derechos aplicados "de puro estorbo" (% de las líneas arancelarias)
	12,9
	6,8
	6,8


..
No disponible.

a
Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.

b
Con exclusión del petróleo.

c
Los máximos arancelarios internos son los derechos superiores al triple del promedio aritmético de los tipos aplicados (indicador 6).

d
Los máximos arancelarios internacionales son los derechos superiores al 15 por ciento.

e
Los derechos "de puro estorbo" son los derechos superiores a 0 pero inferiores o iguales al 2 por ciento.
Nota:
El indicador 1 se calcula teniendo en cuenta todas las líneas arancelarias (es decir, las líneas dentro y fuera del contingente), en tanto que otros excluyen las líneas dentro del contingente.

Fuente:
Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en los datos facilitados por la Comisión Europea.

Cuadro III.2

Estructura del arancel NMF de las CE por sectores de la OMC, 2004

	
	Todos los productos:  SA 01-97
	Productos agrícolas, OMC
	Productos no agrícolas, OMCa

	
	Nº de líneas
	%
	Nº de líneas
	%
	Nº de líneas
	%

	Total
	10.174
	100,0
	2.091
	100,0
	8.083
	100,0

	Ad valorem
	9.167
	90,1
	1.123
	53,7
	8.044
	99,5

	   En franquicia arancelaria
	2.734
	26,9
	393
	18,8
	2.341
	29,0

	   Sujetos a derechos
	6.433
	63,2
	730
	34,9
	5.703
	70,6

	No ad valorem
	1.007
	9,9
	968
	46,3
	39
	0,5

	   Específicos
	642
	6,3
	637
	30,5
	5
	0,1

	   Mixtos
	76
	0,7
	43
	2,1
	33
	0,4

	   Compuestos
	199
	2,0
	199
	9,5
	0
	0,0

	   Otros
	90
	0,9
	89
	4,3
	1
	0,0


a
Con inclusión del petróleo.

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en los datos facilitados por la Comisión Europea.
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Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en los datos facilitados por las autoridades de las CE.

Gráfico III.1

Distribución del arancel NMF aplicado, 2004
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Progresividad arancelaria por categoría de 2 dígitos de la CIIU, 2004
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Fuente:   Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en los datos facilitados por las autoridades de las CE.

Todos losproductos Alimentos y bebidas Textiles y prendas de  vestir Productos de la  madera Papel eimprentas Productos químicos yplásticos Minerales no metálicos Metales básicos Productos metálicos Otros productos manufacturados

NO APLICABLE

Agricultura

Minería

Materias 

primas

Productos 

semielaborados

Productos 

acabados


Cuadro III.3

Análisis recapitulativo del arancel NMF de las CE, 2004

	
	
	Tipos aplicados en 2004
	2002

	Análisis
	Nº de líneasa
	Nº de líneas utilizadas
	Promedio aritmético del arancel (%)
	Intervalo (%)
	Desviación típica (%)
	CV 
	Importaciones (millones de $EE.UU.)

	Total
	10.174
	10.145
	6,5
	0-209,9
	11,5
	1,8
	813.399,9

	Según la definición de la OMCb
	
	
	
	
	
	
	

	Productos agrícolas
	2.091
	1.962
	16,5
	0-209,9
	21,9
	1,3
	55.351,8

	Animales vivos y productos del reino animal
	332
	300
	26,1
	0-192,2
	29,4
	1,1
	4.475,3

	Productos lácteos
	160
	108
	41,7
	0,2-209,9
	37,7
	0,9
	824,4

	Café y té, cacao, azúcar, etc.
	303
	279
	16,6
	0-114,4
	15,6
	0,9
	9.496,3

	Flores cortadas y plantas
	65
	65
	4,1
	0-19,2
	4,4
	1,1
	1.560,2

	Frutas y hortalizas
	452
	452
	15,3
	0-150,1
	15,8
	1,0
	12.388,1

	Cereales
	55
	55
	39,6
	0-101,1
	27,7
	0,7
	2.745,7

	Semillas oleaginosas, grasas, 
aceites y sus productos
	164
	160
	6,7
	0-75,8
	12,3
	1,8
	11.196,7

	Bebidas y licores
	274
	264
	12,8
	0-71,3
	14,6
	1,1
	4.697,8

	Tabaco
	30
	30
	18,3
	2,2-74,9
	21,2
	1,2
	1.232,9

	Otros productos agrícolas
	256
	249
	4,7
	0-76
	9,4
	2,0
	6.734,5

	Productos no agrícolas 
(excluido el petróleo)
	8.042
	8.042
	4,1
	0-26
	4,2
	1,0
	661.895,9

	Pescado y productos de la pesca
	381
	381
	12,6
	0-26
	6,4
	0,5
	11.983,6

	Productos minerales, piedras preciosas y metales preciosos
	518
	518
	2,4
	0-12
	2,8
	1,2
	59.967,2

	Metales
	1.043
	1.043
	1,8
	0-10
	2,3
	1,3
	52.589,3

	Productos químicos y productos fotográficos
	1.397
	1.397
	4,4
	0-23,3
	2,7
	0,6
	74.438,8

	Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	291
	291
	4,7
	0-17
	4,6
	1,0
	21.817,5

	Madera, pasta de madera, 
papel y muebles
	449
	449
	1,2
	0-10
	2,3
	1,9
	38.016,3

	Textiles y vestido
	1.329
	1.329
	8
	0-12
	3,2
	0,4
	67.759,9

	Equipo de transporte
	273
	273
	4,7
	0-22
	5,0
	1,1
	59.416,9

	Maquinaria no eléctrica
	1.033
	1.033
	1,7
	0-9,7
	1,4
	0,8
	112.710,1

	Maquinaria eléctrica
	605
	605
	2,8
	0-14
	3,4
	1,2
	97.760,9

	Productos no agrícolas, n.e.p.
	723
	723
	2,4
	0-14
	2,0
	0,8
	65.435,5

	Por sector de la CIIUc
	
	
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	607
	603
	10,0
	0-150,1
	16,9
	1,7
	31.473,2

	Minería
	132
	132
	0,2
	0-8
	1,0
	5,0
	112.339,8

	Manufactura
	9.434
	9.319
	6,4
	0-209,9
	11,1
	1,7
	667.428,7

	Por fase de elaboración
	
	
	
	
	
	
	

	Materias primas
	1.224
	1.219
	8,4
	0-150,1
	15,3
	1,8
	170.238,5

	Productos semielaborados
	2.956
	2.935
	4,8
	0-134,5
	6,4
	1,3
	112.196,7

	Productos acabados
	5.994
	5.891
	7,0
	0-209,9
	12,4
	1,8
	530.964,7


a
Se indica el número total de líneas.  Los tipos arancelarios se basan en una frecuencia (número de líneas) menor, dado que se excluyen las líneas sin equivalentes ad valorem.

b
Se excluyen 41 líneas arancelarias de las definiciones de productos agrícolas y no agrícolas de la OMC (básicamente, productos del petróleo).

c
Clasificación Industrial Internacional Uniforme de todas las Actividades Económicas (Revisión 2).  Se excluyen la electricidad, el gas y el agua (1 línea arancelaria).

Nota:
CV = coeficiente de variación.

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en los datos facilitados por la Comisión Europea.
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, las cifras no sumen 100 por ciento.

Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en los datos facilitados por las autoridades de la CE.


20. El tipo nulo se aplica, entre otros productos, al bambú;  pañales de algodón;  minerales metalíferos, escorias y cenizas;  pasta de papel;  papel y cartón;  productos editoriales, de la prensa o de las demás industrias gráficas;  estaño;  acero, y productos abarcados por el Acuerdo sobre Tecnología de la Información.  Entre los productos que están gravados con derechos bastante elevados cabe señalar el lactosuero y productos constituyentes naturales de la leche (209,9 por ciento);  despojos comestibles de bovinos, cerdos, ovinos, caprinos, caballos, asnos, mulos y burdéganos (192,2 por ciento);  carne de ovino o caprino fresca, refrigerada o congelada (172,9 por ciento);  ajo (150,1 por ciento);  carne de animales bovinos, congelada (149,9 por ciento);  hongos (134,5 por ciento);  carne de porcino, fresca, refrigerada o congelada (120,8 por ciento);  bananas o plátanos (118,1 por ciento);  raíces de mandioca (117,9 por ciento);  azúcar de remolacha (114,4 por ciento);  animales vivos de la especie bovina (107,8 por ciento);  leche y crema (103,3 por ciento) y arroz semiblanqueado o blanqueado (101,1 por ciento).
iii) Otros derechos e impuestos
a)
Impuesto sobre el valor añadido (IVA)
21. El IVA se aplica a las importaciones y a los productos de producción nacional.  El tipo del impuesto es el mismo en ambos casos.
  La base imponible está plenamente armonizada, pero no así los tipos que aplican los Estados miembros.  La legislación comunitaria establece un tipo normal del IVA que no puede ser inferior al 15 por ciento, con uno o dos tipos reducidos no inferiores al 5 por ciento (cuadro III.4).  Está previsto confeccionar una lista "definitiva" de exenciones sin derecho a deducción en relación con determinados bienes y servicios.  Actualmente, la estrategia de la Comisión consiste en simplificar y modernizar el sistema del IVA, tratar de conseguir una aplicación más uniforme de las disposiciones en vigor y promover una mayor cooperación administrativa.  Sin embargo, a largo plazo, el objetivo de las CE es establecer un sistema basado en el origen (en el país en el que se produce la venta);  esto exigiría una mayor convergencia en la aplicación de los tipos del IVA.

Cuadro III.4

Tipos del IVA aplicados en los Estados miembros de las CE (al 1º de mayo de 2003)

	Estado miembro
	Tipo superreducido
	Tipo reducido
	Tipo normal
	Tipo "parking"

	Bélgica
	-
	6
	21
	12

	Dinamarca
	-
	-
	25
	-

	Alemania
	-
	7
	16
	-

	Grecia
	4
	8
	18
	-

	España
	4
	7
	16
	-

	Francia
	2,1
	5,5
	19,6
	-

	Irlanda
	4,3
	13,5
	21
	13,5

	Italia
	3
	10
	20
	-

	Luxemburgo
	-
	6
	15
	12

	Países Bajos
	-
	6
	19
	12

	Austria
	-
	10
	20
	-

	Portugal
	-
	5/12
	19
	-

	Finlandia
	-
	8/17
	22
	-

	Suecia
	-
	6/12
	25
	-

	Reino Unido
	-
	5
	17,5
	-


Fuente:
DG Fiscalidad y Unión Aduanera, DOC/2908/2003.

22. El 14 de junio de 2002 se puso en marcha un nuevo servicio en línea para validar los números de identificación del IVA.  El servicio ofrece a las empresas acceso parcial al sistema de intercambio de información sobre el IVA (VIES), reduciendo así la necesidad de recurrir al personal tributario para obtener la información.  Se considera que mediante este sistema las empresas comunitarias reducirán el tiempo y el costo del cumplimiento de las obligaciones fiscales.

23. El 7 de mayo de 2002, el Consejo adoptó una directiva relacionada con el comercio electrónico y con los servicios de radiodifusión y televisión.
  De conformidad con estas nuevas disposiciones, el IVA se recauda en el lugar en que se consume el servicio (destino de los receptores), de manera que los servicios de radiodifusión y televisión y los proveedores de servicios suministrados por medios electrónicos no están ya obligados a recaudar el IVA cuando realizan sus ventas en mercados extracomunitarios (exportaciones).  En cambio, estos servicios están sujetos al IVA cuando son suministrados por proveedores de terceros países a receptores de las Comunidades (importaciones).  La finalidad de estas normas es superar las deficiencias existentes en la fiscalidad de estos productos y algunas distorsiones de la competencia (en particular, las desventajas que sufren las empresas de la CE).
  Se han adoptado medidas adicionales para facilitar el registro de quienes realizan operaciones de comercio electrónico, a efectos del IVA, y para distribuir los ingresos percibidos por este impuesto entre los Estados miembros que utilizan los servicios.  Este conjunto de medidas entró en vigor el 1º de julio de 2003.
24. Se han adoptado iniciativas similares respecto del suministro de gas y electricidad.  El 7 de octubre de 2003 se adoptó una directiva que modificaba el lugar en que debe gravarse el suministro de gas a través de las redes de distribución, y de la electricidad, que no es ya el lugar desde el que se suministra sino en el que se consume.
  Se consideró necesario adoptar esa medida debido a las diferencias en la determinación del lugar de suministro entre los Estados miembros, que daban lugar a la doble imposición o a la ausencia de imposición, así como a la distorsión de la competencia.  La directiva surtirá efecto el 1º de enero de 2005.  Se ha presentado también una propuesta para cambiar, a efectos del IVA, el lugar de suministro de los servicios (cuando el cliente actúa como operador comercial), que no sería ya el lugar en el que el proveedor tiene la sede de su actividad económica o posee un establecimiento permanente, sino el lugar donde está ubicada el cliente.

25. La Comisión Europea ha presentado una propuesta destinada a simplificar las normas sobre los tipos reducidos del IVA a fin de lograr su aplicación uniforme.  La propuesta tiene por objeto dar a los Estados miembros las mismas posibilidades de aplicar tipos reducidos en algunos ámbitos (por ejemplo, los restaurantes, el alojamiento y el suministro de gas y electricidad) y de racionalizar las múltiples exenciones vigentes.
 Además, se ha adoptado una propuesta que permite a nueve Estados miembros seguir aplicando, durante dos años más, los tipos reducidos aplicados a título experimental en algunos servicios intensivos en mano de obra.
  La evaluación preliminar de este proyecto experimental reveló que no había tenido repercusiones importantes desde el punto de vista de la creación de empleo, la reducción de la economía sumergida o el descenso de los precios.

26. Todos los países de la adhesión asumirán y aplicarán el acervo comunitario en materia tributaria en el momento de la adhesión, con sujeción a algunas disposiciones transitorias, encaminadas principalmente a posponer el ajuste de los niveles del IVA a las prescripciones establecidas en el acervo en sectores socialmente sensibles.  En virtud de esas disposiciones, algunos de esos países podrán seguir aplicando, después de la adhesión, tipos reducidos del IVA en los servicios de restauración y construcción y en algunos servicios de suministro de calefacción, y podrán mantener las exenciones relativas a los alimentos, los libros y los productos farmacéuticos.  Asimismo, se autorizará a esos países a eximir del IVA el transporte internacional de pasajeros y a mantener un tipo impositivo más elevado y el umbral relativo al volumen de negocios a efectos del registro y exención del impuesto.  La Comisión ha indicado que la mayoría de los países de la adhesión no tendrán dificultades especiales para aplicar el acervo comunitario en materia de fiscalidad.
b)
Impuestos especiales de consumo
27. Los impuestos especiales gravan en la misma cuantía las importaciones y las mercancías de producción nacional.  Aunque no están armonizados los tipos que aplican los distintos Estados miembros (cuadro III.5), se requieren definiciones, unidades de medida y tipos mínimos comunes en relación con las bebidas alcohólicas, los productos del tabaco elaborado y los aceites minerales.
28. El 1º de julio de 2002 entró en vigor una nueva directiva que revisaba los tipos y la estructura de los impuestos especiales sobre el tabaco elaborado.  La directiva introducía un segundo requisito respecto del tipo mínimo aplicable a los cigarrillos de la categoría más solicitada, con el fin de limitar las disparidades de los niveles impositivos entre los Estados miembros.  Por motivos relacionados con la salud, se reducen también las diferencias entre los impuestos especiales aplicados a la picadura de tabaco y a los cigarrillos.  Asimismo, se ha puesto en marcha una iniciativa para armonizar la fiscalidad del gasóleo.
29. En junio de 2003 se adoptó una decisión para informatizar el sistema relativo al movimiento de los productos en régimen de suspensión de impuestos especiales entre agentes económicos de las Comunidades.
  Se consideró que eso era necesario habida cuenta del engorroso sistema de documentación impresa existente y de la creciente evasión fiscal, particularmente respecto del alcohol y el tabaco.  Se prevé que el nuevo sistema, además de frenar el fraude en el pago de los impuestos especiales, contribuirá a simplificar los procedimientos, reducir los costos y acelerar el despacho de las mercancías.  Se calcula que se necesitarán seis años para su plena aplicación.
Cuadro III.5

Impuestos especiales de consumo, final de 2003a
(Euros)

	
	Cerveza
(/hl/ºalc. o /hl/ºplato
	Vino 
(/hl)
	Productos intermedios 
(/hl)
	Alcohol etílico 
(/hl)
	Gasolina y gasóleo 
(1.000 l)
	Gas licuado de petróleo 
(GLP) y metano 
(/1.000 kg)
	Fueloil pesado y queroseno 
(/1.000 kg)
	Cigarrillos
(/1.000 unidades)

	
	mín.
	max.
	mín.
	max.
	mín.
	max.
	mín.
	max.
	mín.
	max.
	mín.
	max.
	mín.
	max.
	

	B
	1,5
	1,7
	14,9
	161,1
	74,4
	161,1
	1660,9
	1660,9
	5,0
	551,8
	0,0
	37,2
	0,0
	551,8
	18,7

	DK
	0,0
	68,7
	60,6
	189,2
	60,6
	142,0
	2019,6
	2019,6
	281,7
	626,2
	356,8
	468,5
	281,3
	405,8
	65,9

	D
	0,4
	0,8
	0,0
	136,0
	102,0
	153,0
	730,0
	1303,0
	61,4
	721,0
	60,6
	161,0
	25,0
	654,5
	61,7

	EL
	0,6
	1,1
	0,0
	0,0
	0,0
	45,0
	454,0
	908,0
	21,0
	337,0
	0,3
	100,0
	19,0
	245,0
	4,5

	E
	0,0
	0,8
	0,0
	0,0
	29,7
	49,5
	647,5
	739,0
	84,7
	428,8
	0,0
	125,0
	14,4
	315,8
	3,9

	F
	1,3
	2,6
	3,4
	8,4
	214,0
	214,0
	835,0
	1450,0
	54,9
	636,7
	39,4
	100,2
	16,8
	571,0
	7,7

	IR
	19,9
	19,9
	91,0
	546,0
	273,0
	396,1
	3925,0
	3925,0
	47,4
	553,0
	35,9
	104,7
	13,45
	325,2
	133,4

	I
	1,4
	1,4
	0,0
	0,0
	49,6
	49,6
	645,4
	645,4
	121,0
	541,8
	16,0
	284,8
	63,8
	337,5
	3,9

	L
	0,4
	0,8
	0,0
	0,0
	47,1
	66,9
	1041,2
	1041,2
	5,0
	424,1
	0,0
	101,6
	0,0
	295,0
	11,9

	NL
	5,5
	31,4
	29,5
	201,2
	72,9
	201,2
	1775,0
	1775,0
	46,6
	703,7
	0,0
	78,9
	15,5
	337,3
	55,5

	A
	1,3
	2,1
	0,0
	144,0
	73,0
	73,0
	540,0
	1000,0
	69,0
	479,0
	43,0
	261,0
	36,0
	282,0
	21,4

	P
	3,0
	21,3
	0,0
	0,0
	51,3
	51,3
	440,3
	880,5
	87,9
	548,7
	7,5
	100,0
	13,0
	264,3
	40,7

	FI
	1,7
	28,6
	4,5
	235,5
	428,9
	706,4
	168,0
	5046,0
	70,6
	676,2
	0,0
	0,0
	59,6
	319,4
	15,1

	S
	16,1
	16,1
	0,0
	242,4
	279,5
	464,1
	5505,2
	5505,2
	317,7
	592,9
	145,2
	291,9
	317,7
	409,5
	22,0

	UK
	0,0
	19,5
	77,9
	351,4
	252,8
	337,1
	3116,1
	3116,1
	67,2
	895,3
	0,0
	143,4
	0,0
	848,7
	154,3


a
B:  Bélgica;  DK:  Dinamarca;  D:  Alemania;  EL:  Grecia;  E:  España;  F:  Francia;  IR:  Irlanda;  I:  Italia;  L:  Luxemburgo;  NL:  Países Bajos;  A:  Austria;  P:  Portugal;  FI:  Finlandia;  S:  Suecia;  UK:  Reino Unido.

Fuente:
DG Fiscalidad y Unión Aduanera, "Excise Duty Tables", diciembre de 2003.
30. El 27 de octubre de 2003, el Consejo aprobó una propuesta de Directiva sobre un marco comunitario para la fiscalidad de los productos energéticos.
  La finalidad de la propuesta es reducir las distorsiones en la competencia entre los Estados miembros originadas por las diferencias en los tipos de impuestos especiales aplicados, aminorar las diferencias entre los Estados miembros en relación con los impuestos especiales que gravan los productos energéticos, aumentar los incentivos para utilizar la energía de forma más eficiente, y permitir que los Estados miembros ofrezcan incentivos fiscales a las empresas que asuman compromisos concretos de reducción de emisiones.

31. Todos los países de la adhesión, con la excepción de Malta y Chipre, cuentan con disposiciones transitorias para posponer la observancia de la legislación comunitaria relativa a los tipos de los impuestos especiales aplicables a los cigarrillos hasta que se haya consumado la adhesión.  El plazo en que expirará la disposición transitoria oscila entre 2007 y 2009.  Por otra parte, Polonia se beneficia de una disposición transitoria en virtud de la cual puede aplicar durante un año el impuesto especial sobre algunos combustibles ecológicos a un tipo reducido;  es asimismo el caso de Chipre respecto de la exención de la aplicación de los impuestos especiales a los aceites minerales para usos específicos.  También se ha concedido a la República Checa, Hungría y la República Eslovaca una exención que permite aplicar, con ciertas limitaciones, tipos reducidos del impuesto especial sobre las bebidas espirituosas destiladas de sus propias frutas y destinadas al consumo personal.
iv) Exenciones y concesiones en materia de derechos e impuestos
32. El Código Aduanero de las CE prevé la exención de derechos cuando concurran circunstancias especiales
;  cuando se trate de productos comunitarios reimportados;  en el caso de productos extraídos del mar por buques de un Estado miembro, y en el caso de productos reexportados tras haber sido incluidos en el régimen de perfeccionamiento activo con arreglo al sistema de reintegro o porque sean defectuosos o no cumplan las condiciones del contrato.
  Además, los derechos de aduana se suspenden en el caso de varios destinos aduaneros, a saber:  el tránsito exterior, el depósito aduanero, el perfeccionamiento activo, la importación temporal y las zonas y depósitos francos.
33. Las CE han establecido reglamentos que prevén la exención o reembolso del IVA para los sujetos pasivos en determinadas situaciones.  En virtud de la decimotercera Directiva del IVA, los Estados miembros están obligados, en general, a reembolsar el IVA satisfecho por una persona que no sea sujeto pasivo comunitario en relación con bienes y servicios suministrados en el territorio de las Comunidades.  Dichos reembolsos pueden estar condicionados a la adopción de medidas comparables por países terceros.  Otra directiva establece la exención del IVA para la importación definitiva de determinados productos, como bienes y efectos personales pertenecientes a personas físicas que trasladen su residencia desde un tercer país a un Estado miembro de la UE, en caso de matrimonio y herencia, a excepción de determinados productos (productos alcohólicos y del tabaco, y medios de transporte comerciales).  En determinadas circunstancias, también se concede la exención del IVA para la importación definitiva de equipo, material didáctico y demás mobiliario de alumnos y estudiantes;  bienes de inversión y otros bienes de equipo importados con ocasión del traslado de actividades;  productos de escaso valor;  determinados productos agrícolas o destinados a uso agrícola;  sustancias terapéuticas, medicamentos, animales de laboratorio y sustancias biológicas o químicas;  mercancías destinadas a organismos de carácter benéfico y filantrópico;  productos importados en el marco de las relaciones internacionales;  mercancías con fines de prospección comercial;  mercancías importadas para examen, análisis o ensayos;  documentos diversos destinados a organismos oficiales, y carburantes y lubrificantes a bordo de vehículos terrestres a motor y en contenedores especiales.
34. También existen disposiciones que eximen del pago del IVA a los sujetos pasivos establecidos en un país de las CE que durante un período limitado de tiempo
 no hayan tenido en dicho Estado la sede de su actividad económica, un establecimiento permanente desde el cual hayan efectuado transacciones comerciales, o su residencia habitual.
  Las exenciones se aplican asimismo al sujeto pasivo que no haya suministrado bienes o servicios en dicho Estado miembro, con la excepción de servicios de transporte y servicios auxiliares conexos, y otros servicios respecto de los cuales el impuesto sea pagadero por la persona a la que se hayan suministrado.
35. Las CE son signatarias del Convenio relativo a la admisión temporal y, en consecuencia, las mercancías importadas en régimen de admisión temporal están exentas del IVA.

36. Los envíos de pequeña cuantía sin carácter comercial procedentes de países terceros también están exentos de los impuestos especiales de consumo y del IVA bajo ciertas condiciones y con unos determinados límites.
  Los productos del tabaco y las bebidas alcohólicas están sujetos a restricciones cuantitativas.  Se aplican disposiciones análogas a las mercancías contenidas en los equipajes personales de los viajeros entre Estados miembros de las CE y países terceros.

v) Normas de origen
37. Las CE aplican normas de origen no preferenciales y preferenciales.  Las normas de origen no preferenciales están contenidas en el Código Aduanero y los correspondientes reglamentos de aplicación;  las normas de origen preferenciales figuran en los acuerdos comerciales preferenciales pertinentes (en las disposiciones de aplicación del Código Aduanero relativas a los acuerdos preferenciales autónomos/sin reciprocidad).  Las normas de origen no preferenciales se aplican principalmente con fines tales como la defensa del comercio, la vigilancia y las restricciones de las importaciones, los reintegros a la exportación y las estadísticas comerciales.  Para determinar el origen no preferencial y preferencial de los productos que no han sido producidos totalmente en un país, las CE recurren a la prueba de las transformaciones o elaboraciones suficientes, que se basa en:  i) criterios basados en el cambio de partida arancelaria;  ii) criterios económicos basados en el valor añadido
,  y iii) criterios técnicos o industriales basados en las operaciones de transformación.  En general, se requieren certificados del origen principalmente para el trato preferencial.

38. Un elemento importante de las normas de origen preferenciales de las CE es la disposición relativa a la acumulación, que permite que los materiales originarios de un país asociado (distinto del país exportador) sean considerados originarios del país exportador.  Las CE aplican tres tipos de sistemas de acumulación:  bilateral, diagonal y plena.  En la acumulación bilateral están involucrados solamente dos socios (por ejemplo, las CE y México);  en la acumulación diagonal, los materiales procedentes de determinados países vinculados mediante una red de acuerdos preferenciales pueden ser considerados como originarios del país exportador (por ejemplo, el sistema paneuropeo de acumulación)
, y en el sistema de acumulación plena se tienen en cuenta conjuntamente todos los procesos de transformación o elaboración que tengan lugar en una zona de libre comercio (por ejemplo, el EEE) para determinar el origen.  Además, en algunas normas de origen preferenciales se aplica el principio de absorción y se incluyen reglas de tolerancia, especialmente en relación con los textiles.

39. En algunos estudios recientes se señala que las normas de origen preferenciales de las CE son más restrictivas en el caso de productos con márgenes preferenciales más elevados como las bebidas, el tabaco, los textiles, las prendas de vestir y el calzado.
  Algunos consideran que los sistemas de acumulación del origen reducen los obstáculos y facilitan el comercio entre las economías participantes al establecer sinergias en la zona y proporcionar mayor libertad en las decisiones relativas a la inversión.  Otros concluyen que la acumulación extiende el carácter preferencial de cada acuerdo comercial preferencial a otros acuerdos preferenciales sin ningún fundamento jurídico.
  Además, los costos operacionales y administrativos que comporta acreditar y verificar el origen pueden ser elevados y aumentar las pérdidas de eficiencia.  En un estudio anterior se cifraba el costo de recoger, gestionar y almacenar la información necesaria para verificar y administrar el origen en Europa en el 3 por ciento del precio de los productos.  Unos costos tan elevados podrían inducir a los comerciantes a abandonar la idea de utilizar las preferencias tras haber concluido que el beneficio neto es insignificante o negativo.

40. La Comisión Europea ha publicado recientemente un libro verde (documento de consulta) sobre el futuro de las normas de origen preferenciales.  En el documento se señala que es necesario actuar en varios aspectos:  la determinación de un producto de origen, la aplicación equitativa de las normas de origen, el establecimiento de procedimientos para reducir los costos operacionales y administrativos de la acreditación y verificación del origen y el logro de un equilibrio entre las responsabilidades de los comerciantes y las autoridades públicas.

vi) Preferencias arancelarias
41. En virtud de sus acuerdos comerciales preferenciales
, las CE ofrecen, con carácter de reciprocidad, acceso en franquicia arancelaria a las importaciones de la mayor parte de los productos no agrícolas (con algunas excepciones como los textiles y los productos de aluminio)
, así como distintas preferencias arancelarias (incluso contingentes arancelarios preferenciales) a determinados productos agrícolas (capítulo II 5) i) y iii)).  Las preferencias arancelarias están sujetas a la prueba del origen, con diferentes sistemas de acumulación del origen en función del acuerdo de que se trate.
42. También se otorgan preferencias arancelarias en virtud de acuerdos preferenciales sin reciprocidad (capítulo II 5) iii) c)).  Los acuerdos con los países y territorios de ultramar otorgan el trato de franquicia arancelaria a todos los productos que procedan de ellos.  En el marco de la iniciativa "Todo menos armas", las CE también conceden acceso en franquicia arancelaria a todos los productos excepto el banano, el arroz y el azúcar, a los que se les otorgará entre 2006 y 2009.  Con arreglo al Acuerdo de Cotonou, 78 países ACP se benefician del acceso libre de derechos para los productos industriales, los productos agrícolas elaborados y los productos pesqueros, con sujeción a una cláusula de salvaguardia que, según la Comisión, no se ha invocado hasta la fecha.  Por lo general, a los productos agrícolas no elaborados se les aplican derechos reducidos.  Las CE conceden también acceso especial al mercado para determinados productos (banano, carne de bovino y azúcar) en virtud de "protocolos sobre productos básicos".  En el marco del SGP comunitario, los productos agrícolas obtienen principalmente derechos arancelarios reducidos, y los productos no agrícolas se benefician del acceso en franquicia arancelaria y de derechos reducidos, en función de si el producto es considerado "sensible" o no;  los productos no sensibles gozan de acceso libre de derechos.
43. Observando que los sectores sensibles en las negociaciones multilaterales lo son también en los acuerdos comerciales preferenciales, en un estudio reciente de la OMC se concluye que el grado de liberalización conseguido en los acuerdos comerciales preferenciales es menor del que cabría pensar.
  Esta conclusión podría ser válida para la mayor parte de los acuerdos comerciales preferenciales de la CE.  Por ejemplo, teniendo en cuenta que las CE ya aplican tipos arancelarios bajos a los productos no agrícolas, la eliminación de los aranceles para esos productos representa un grado limitado de liberalización.  Por otra parte, se concede en algunos casos el acceso al mercado para los productos sensibles (agrícolas y no agrícolas), aunque con preferencias arancelarias menos generosas.
vii) Prohibiciones, restricciones y licencias de importación
44. Las CE refrendan medidas de restricción del comercio y de las relaciones económicas adoptadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas;  entre ellas puede haber prohibiciones y restricciones del comercio que son competencia de las Comunidades.  Por ejemplo, de conformidad con la Resolución 1478 del Consejo de Seguridad, las CE prohíben las importaciones directas e indirectas en su territorio de diamantes en bruto, troncos y productos de la madera procedentes de Liberia.  Por otro lado, de conformidad con la Resolución 1483 del Consejo de Seguridad, las CE adoptaron un reglamento que eliminaba las restricciones al comercio con el Iraq, manteniendo únicamente restricciones específicas sobre los ingresos procedentes de todas las exportaciones de petróleo, productos de petróleo y gas natural del Iraq.
  Persiste además la prohibición de comerciar con los bienes culturales iraquíes y otros artículos de valor científico especial o importancia arqueológica, histórica, cultural o religiosa pertenecientes a las instituciones y extraídos ilegalmente del Iraq.
  Las medidas que restringían la importación de diamantes procedentes de Sierra Leona expiraron en junio de 2003.
45. Las CE también aplican prohibiciones y licencias de importación, así como otras medidas comerciales restrictivas de conformidad con los convenios y tratados internacionales, como la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES), el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación, y las prescripciones de la Comisión Internacional para la Conservación del Atún Atlántico (CICAA) y de la Comisión para la Conservación de los Recursos Marinos Vivos del Antártico (CCRMVA).  El 4 de marzo de 2002, las CE adoptaron la Cuarta Enmienda al Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono.
  También se prohíbe importar pieles de determinadas especies de animales silvestres (por ejemplo, castores y nutrias) procedentes de países que utilizan para su captura cepos o métodos no conformes a las normas internacionales de captura exenta de crueldad, como las establecidas en el acuerdo suscrito en 1998 con el Canadá, la Federación de Rusia y los Estados Unidos.  Las CE también aplican prohibiciones, vigilancia y controles de las importaciones en razón de las prescripciones técnicas (normas, requisitos sanitarios y fitosanitarios y prescripciones ambientales).
46. Se exigen licencias de importación por motivos relacionados con la vigilancia, las restricciones cuantitativas y las medidas de salvaguardia.
 Se aplican medidas comunitarias de vigilancia a determinadas importaciones de hierro y acero procedentes de todos los países, así como a algunas importaciones de productos agrícolas, textiles y calzado originarias de Viet Nam.
47. Las CE mantienen 89 contingentes arancelarios, con miras a la protección del 38 por ciento de su producción agrícola (capítulo IV 2) i) a))
;  a través del sistema de difusión de datos (DDS), las Comunidades facilitan información en línea sobre los niveles actuales de utilización de cada uno de los contingentes arancelarios.
  En relación con la administración de los contingentes se exigen licencias de importación para todos los productos agrícolas (sujetos a contingentes arancelarios) como los cereales y productos a base de cereales, arroz, azúcar, aceites y grasas, productos lácteos, carne de bovino, carne de ovino y caprino, frutas y hortalizas frescas y frutas y hortalizas elaboradas.
48. En el marco del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido (ATV), las Comunidades mantienen restricciones cuantitativas en el sector de los textiles que se aplican a los siguientes países:  Argentina; Brasil; Filipinas; Hong Kong, China; India; Indonesia; Macao, China; Malasia; Pakistán; Perú; Singapur; República de Corea; República Popular China; Sri Lanka
; Taipei Chino y Tailandia.  Las Comunidades mantienen acuerdos bilaterales sobre el comercio de productos textiles y prendas de vestir con los siguientes Miembros de la OMC:  Armenia, Bangladesh, Croacia, Egipto, Moldova, Mongolia, la República Kirguisa y Sri Lanka.  Con arreglo a esos acuerdos, las CE ejercen la vigilancia mediante un sistema de doble control, sin restricciones cuantitativas.  Las Comunidades también aplican restricciones cuantitativas de manera autónoma a las importaciones procedentes de Bosnia y Herzegovina, la República Popular Democrática de Corea y Serbia y Montenegro.  Además, la vigilancia de las importaciones de los productos textiles y prendas de vestir mediante el sistema de doble control se aplica también en virtud de acuerdos suscritos con países no Miembros de la OMC:  Belarús, Bosnia y Herzegovina, Camboya, Croacia, Emiratos Árabes Unidos, ex República Yugoslava de Macedonia, Federación de Rusia, Kazajstán, Laos, Moldova, Mongolia, Nepal, Tayikistán, Turkmenistán, Ucrania, Uzbekistán y Viet Nam (vigilancia y restricciones cuantitativas).
  Las CE también mantienen restricciones cuantitativas sobre las importaciones (procedentes de determinados países) de mercancías resultantes de arreglos económicos de tráfico de perfeccionamiento pasivo.  Estos arreglos sólo pueden ser utilizados por productores establecidos en las Comunidades y tienen el objetivo de mantener la actividad industrial en las Comunidades.  En la práctica, se han utilizado para importar prendas de vestir fabricadas con textiles exportados por las CE y trabajados o transformados en países terceros.  Estas importaciones, procedentes de países como Marruecos, no están sujetas actualmente a restricciones cuantitativas.  En el momento presente se aplican restricciones relacionadas con el tráfico de perfeccionamiento pasivo a Belarús; China; Filipinas; India; Indonesia; Macao, China; Malasia; Pakistán; Singapur; Sri Lanka
; Tailandia y Viet Nam.
49. Los coeficientes anuales de crecimiento aplicables a los contingentes se negocian y dependen en parte de los niveles de base de los distintos países;  en general, el incremento es más elevado para los países pequeños.  Los contingentes se administran mediante licencias expedidas previa presentación de certificados del origen por los países exportadores;  el volumen de las importaciones debe estar comprendido en el contingente del país en cuestión.
  No se perciben derechos de licencia ni cargas administrativas.  Durante el período que se examina se han introducido modificaciones en este régimen, relacionadas con la exención de las restricciones cuantitativas, el régimen de licencias y las cargas administrativas sobre las muestras de productos textiles;  las normas de origen, y la adopción de una cláusula de salvaguardia para las importaciones procedentes de China.
  El régimen de contingentes sobre los textiles y el vestido de las CE se extendería a los países de la adhesión en el momento de su adhesión, el 1º de mayo de 2004;  se ha ajustado para asegurar que el comercio con los 10 nuevos Estados miembros pueda desarrollarse plenamente del mismo modo que anteriormente durante los ocho meses en que permanecerá en vigor dicho régimen.  Durante el período objeto de examen, también se han modificado los anexos I, III, V, VII y VIII del reglamento básico para garantizar el cumplimiento por las Comunidades de sus obligaciones internacionales, incluso las dimanantes del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC.

50. En el marco del ATV, las CE se encuentran en la tercera etapa de integración del sector de los textiles y el vestido en el GATT.  Al iniciarse la tercera etapa, el 1º de enero de 2002, se integró en el GATT el 18,08 por ciento del volumen de importaciones de 1990
, mediante la eliminación de 38 contingentes.  Así, la parte del volumen de importaciones que se ha integrado en el GATT desde 1995 se sitúa en el 51,39 por ciento, habiéndose eliminando desde esa fecha 52 contingentes (de los 219 posibles).
  Del 51,39 por ciento de los productos textiles que se han integrado, el 19,86 por ciento son hilados, el 13,07 por ciento tejidos, el 9,71 por ciento artículos confeccionados y el 8,75 por ciento prendas de vestir
;  de las 52 categorías de productos se han integrado 23 en el GATT.
  Sin embargo, en lo que respecta al volumen de comercio sujeto a restricciones cuantitativas en 1990, solamente se ha integrado en el GATT el 20 por ciento, de manera que el 80 por ciento restante deberá integrarse el 31 de diciembre de 2004.  Así pues, la liberalización de las restricciones cuantitativas (según lo dispuesto en el ATV) se ha postergado hasta el final del período de transición.
51. Los contingentes han aumentado a un ritmo anual que va del 0,18 por ciento al 16,37 por ciento, según la categoría de productos y el país;  el coeficiente medio anual es del 6 por ciento.  Las cifras facilitadas por la Oficina Internacional de Textiles y Vestido indican que la tasa de crecimiento anual del valor de las importaciones de productos textiles es mucho más elevada para los países con acuerdos preferenciales que para los demás países, siendo en el primer caso del 7,9 por ciento anual y en el segundo del 3,5 por ciento anual.
  En 2001, 40 de los 219 contingentes posibles (el 18,3 por ciento) aplicables a Miembros de la OMC se utilizaron en un 95 por ciento o más, particularmente los correspondientes a las camisas y polos o camisetas, suéteres (jerseys), "pullovers", gabanes, impermeables y otros abrigos.
52. El 6 de noviembre de 2002, las CE firmaron un memorando de entendimiento con el Brasil.  En general, el acuerdo establece la consolidación de los aranceles del Brasil sobre los productos textiles y las prendas de vestir y la suspensión de las restricciones cuantitativas aplicadas a las importaciones comunitarias de prendas de vestir y textiles procedentes del Brasil.  Se han firmado memorandos de entendimiento con la India, el Pakistán y Sri Lanka.
53. Se aplica un régimen especial a las importaciones procedentes de determinados países terceros:  Albania, Armenia, Belarús, Federación de Rusia, Georgia, Kazajstán, Moldova, Mongolia, República Kirguisa, República Popular China, República Popular Democrática de Corea, Tayikistán, Turkmenistán, Ucrania, Uzbekistán y Viet Nam.  En virtud de este régimen, se pueden aplicar restricciones cuantitativas, incluso medidas de vigilancia.  Por ejemplo, durante el período que se examina, las CE aplicaron contingentes de importación a algunos productos procedentes de China, en razón de su "sensibilidad" en las Comunidades.  Los productos son el calzado, la vajilla y demás artículos para el servicio de mesa o de cocina;  los contingentes se eliminarán al final de 2004.  El 3 de marzo de 2003 se adoptó un reglamento que establece, entre otras cosas, un calendario para la eliminación gradual del régimen de contingentes aplicable a esos productos.
  Los contingentes correspondientes al año 2003 aumentaron del 21 por ciento al 52 por ciento.
viii) Medidas comerciales especiales
a)
Salvaguardias
54. El Reglamento (CE) del Consejo Nº 3285/94 es el principal marco legislativo para la aplicación de medidas de salvaguardia a los Miembros de la OMC.
  Se aplican medidas de salvaguardia cuando las importaciones en las Comunidades de un producto aumenten en tal forma o en tales condiciones que provoquen o amenacen con provocar un perjuicio grave a los productores comunitarios.  En el Reglamento se definen el daño grave y la amenaza de perjuicio grave y se determinan el procedimiento de consulta
;  el procedimiento de investigación
, incluidas la apertura de las investigaciones y la recogida de información entre los países exportadores y las partes interesadas;  los plazos para iniciar y terminar las investigaciones;  y los tipos de medidas de salvaguardia que se pueden adoptar.  En caso de que la medida de salvaguardia conduzca a establecer contingentes, se tendrá en cuenta la necesidad de mantener las corrientes comerciales tradicionales y el volumen de mercancías exportadas con arreglo a contratos que se hayan celebrado en condiciones normales antes de la entrada en vigor de una medida de salvaguardia.  En general, ningún contingente será inferior a la media de las importaciones efectuadas durante los tres últimos años representativos para los que existan estadísticas.

55. Se aplican medidas de salvaguardia específicas a los países que no son Miembros de la OMC
 y a las importaciones de productos textiles de determinados países terceros.
  El 3 de marzo de 2003, la UE adoptó un reglamento que modificaba el Reglamento aplicable a los países no miembros de la OMC
, con el fin de poner en conformidad las disposiciones sobre medidas de salvaguardia aplicables a las importaciones procedentes de la República Popular China con las disposiciones de transición contenidas en el Protocolo de Adhesión de China a la OMC.
56. Por otra parte, las disposiciones comunitarias relativas a las salvaguardias prevén la posibilidad de reducir la "doble protección" resultante de la aplicación conjunta de medidas antidumping o antisubvenciones y medidas de salvaguardia.  Las medidas que pueden adoptarse a este respecto son la modificación, suspensión, revocación y establecimiento de exenciones de las medidas antidumping o compensatorias en vigor;  las medidas tienen una duración limitada y solamente son aplicables cuando están en vigor las medidas de salvaguardia pertinentes.
57. De los 21 productos de acero respecto de los cuales la Comisión había iniciado investigaciones de salvaguardia cuando se llevó a cabo el último examen de las políticas comerciales, se alcanzó una determinación positiva para siete de ellos.
  Sin embargo, las medidas fueron revocadas en diciembre de 2003 cuando los Estados Unidos retiraron las medidas de salvaguardia que aplicaban a esos mismos productos.
  Las CE han iniciado también el marco del Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC una investigación de salvaguardia sobre los cítricos preparados o conservados en, y en noviembre de 2003 se impusieron medidas provisionales.
  En diciembre de 2003 concluyó una investigación de salvaguardia paralela que se había iniciado al mismo tiempo y respecto de los mismos productos, en virtud de las disposiciones de salvaguardia de transición contenidas en el Protocolo de Adhesión de la República Popular China.
  Por otra parte, en marzo de 2004 se inició en el marco del Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC un proceso de investigación de salvaguardia sobre el salmón cultivado.

58. Las CE también aplican a algunos productos las disposiciones de salvaguardia especial del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.  En virtud de dichas disposiciones, las Comunidades notificaron la aplicación de medidas de salvaguardia especial basadas en el precio a 17 productos y de medidas de salvaguardia especial basadas en el volumen a 22 productos durante la campaña de 2001/2002.  Los productos afectados por las medidas basadas en el precio son algunos productos avícolas y productos cárnicos, el azúcar de caña o de remolacha y la mezcla de caña y las demás melazas;  las medidas basadas en el volumen se aplican a algunas frutas y hortalizas como tomates, pepinos, calabacines, naranjas, clementinas, manzanas, peras y ciruelas.

59. Los nuevos Estados miembros aplicarán en el momento de la adhesión todas las medidas de salvaguardia de las CE que estén en vigor, y por otra parte se revocarán cualesquiera medidas de salvaguardia que estén aplicando los nuevos miembros.  En el marco del mercado interior, el Tratado de Adhesión también contiene disposiciones de salvaguardia para los nuevos miembros, que les permiten solicitar autorización para adoptar medidas de protección durante los tres años siguientes a la fecha de adhesión en caso de que persistan las dificultades sectoriales o se produzca grave deterioro de su situación económica.  Los actuales Estados miembros (las CE-15) también pueden solicitar autorización para adoptar medidas de protección respecto de uno o más de los nuevos Estados miembros si concurren circunstancias similares.

b)
Medidas antidumping
60. El Reglamento Nº 384/96 del Consejo, modificado
, es el principal fundamento jurídico de las medidas antidumping de las CE.
  El 23 de julio de 2003, el Reglamento fue modificado para abarcar las mercancías que antes estaban comprendidas en el Tratado CECA (capítulo II 1)).
  De conformidad con el Reglamento, se deben imponer medidas antidumping cuando se cumplen tres condiciones:  i) la constatación de la existencia de dumping
;  ii) la determinación de la existencia de daño a la industria comunitaria
, y iii) que sea positivo para los intereses de las Comunidades.
  La Comisión tiene el cometido de investigar las denuncias y determinar si están justificadas.  También puede imponer medidas provisionales, pero sólo el Consejo tiene facultades para imponer medidas definitivas.  El procedimiento de investigación se puede iniciar a petición escrita de la industria de las Comunidades o de un Estado miembro.  Normalmente, las investigaciones concluyen dentro de los 15 meses siguientes al inicio del procedimiento, y durante los primeros nueve meses de dicho período se pueden imponer medidas antidumping provisionales.  La conclusión de la investigación puede dar lugar a la decisión de no imponer medidas o de imponer derechos antidumping definitivos.  Cuando se imponen derechos, éstos expiran cinco años después de la fecha de imposición o cuando concluye el examen de las medidas en cuestión.  Según la Comisión, los derechos que se imponen se calculan en función del margen de dumping o del margen de daño, si éste es inferior.
61. Las CE iniciaron 20 nuevas investigaciones en 2002, 7 en 2003 y 3 en los tres primeros meses de 2004.  En 2002 se impusieron 15 medidas provisionales, en 2003 nueve y en los tres primeros meses de 2004 tres.  En cuanto a las medidas antidumping definitivas, en 2002 se impusieron 25 (número sólo inferior al de la India), en 2003 tres
, y en los tres primeros meses de 2004 cinco (cuadro III.6).  Las medidas antidumping eran principalmente derechos ad valorem aplicados a tipos que oscilaban entre el 3,7 por ciento y el 75 por ciento.
  Los principales productos sujetos a medidas antidumping definitivas durante el período comprendido entre el 1º de enero de 2002 y el 31 de marzo de 2004 fueron la urea, el ferromolibdeno, los óxidos de cinc, los discos compactos registrables, el ácido sulfanílico, los accesorios para tuberías, los tubos soldados, los hilados de filamento de poliéster, el paracresol, el alcohol furfurílico, el silicio metálico, la ropa de cama de algodón, el ciclamato sódico y las truchas.  Durante el mismo período, se puso fin a un total de 24 investigaciones por razones como la determinación negativa de la existencia de dumping causante de daño o el retiro de la reclamación, y 42 medidas expiraron al concluir el plazo de aplicación de cinco años.  Al 31 de marzo de 2004, el número de medidas definitivas de la UE en vigor era de 147, de las que 32 afectaban productos importados a exportadores de la República Popular China, a los que seguían los de la India y Rusia (11 de cada país) y del Taipei Chino y la República de Corea (9 de cada país).
Cuadro III.6

Medidas antidumping, 1998-2003

	
	1991
	1992
	1993
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003

	Procedimientos iniciados
	20
	39
	21
	43
	33
	24
	42
	21
	66
	31
	27
	20
	7

	Medidas definitivas impuestas
	19
	17
	19
	19
	13
	23
	23
	26
	18
	40
	12
	25
	3

	Medidas en vigor
	101
	114
	117
	124
	129
	143
	138
	139
	151
	175
	175
	174
	156


Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de la información facilitada por la Comisión Europea.
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62. En el momento de la adhesión, los nuevos miembros han de aplicar las medidas antidumping de las CE en vigor y quedan sin efecto sus propias medidas.
63. En un estudio sobre la política antidumping de las CE se señala que los derechos antidumping se traducen en un descenso de las importaciones procedentes de países en los que hay empresas a las que se aplican las medidas y un aumento de las que proceden de países a cuyas empresas no se les aplican.  En consecuencia, la protección otorgada a la industria comunitaria mediante ese tipo de medidas tal vez no sea muy significativa, habida cuenta de que una parte de los beneficios van a parar a países que no están sujetos a las medidas.

c)
Medidas compensatorias
64. El Reglamento (CE) Nº 2026/97 del Consejo, modificado, es el principal marco jurídico que rige la adopción de medidas compensatorias por las CE.  Aparte de las disposiciones sobre las definiciones y el cálculo de las subvenciones, este Reglamento es similar al relativo a las medidas antidumping, particularmente en lo que respecta a la determinación de la existencia de daño, la definición de industria comunitaria, el procedimiento de iniciación, la imposición de medidas provisionales y definitivas y la terminación de los procedimientos.  Las tres condiciones que deben cumplirse para imponer una medida compensatorias son que:  i) la subvención sea específica (es decir, una subvención a la exportación o una subvención limitada a una empresa, una rama de producción o un grupo de empresas o industrias);  ii) se haya producido un daño grave a la industria comunitaria;  y iii) se tenga en cuenta el interés de las Comunidades.  Las modificaciones del Reglamento, que datan de marzo de 2004, consisten en la simplificación de los procedimientos internos de adopción de decisiones de las CE, la introducción de plazos obligatorios para las investigaciones y la mejora de algunas normas sobre la aplicación de las medidas.
65. Las CE iniciaron tres nuevas investigaciones en 2002, una en 2003 y ninguna en los tres primeros meses de 2004.  En 2002 se impusieron dos medidas provisionales, en 2003 una, y en los tres primeros meses de 2004 ninguna.  En cuanto a las medidas definitivas, en 2002 se impusieron tres, en 2003 dos, y en los tres primeros meses de 2004 una.  Las medidas impuestas consistían principalmente en derechos ad valorem aplicados a unos tipos que oscilaban entre el 4,1 por ciento y el 34,8 por ciento.  Los principales productos sujetos a medidas compensatorias definitivas en el período comprendido entre el 1º de enero de 2002 y el 31 de marzo de 2004 fueron los mecanismos para encuadernación con anillas, el ácido sulfanílico, los hilados de filamento de poliéster, los discos compactos registrables, los DRAM y la ropa de cama de algodón.  Durante el mismo período se puso fin a tres investigaciones por razones tales como la determinación negativa o el retiro de la reclamación;  tres medidas expiraron al concluir el plazo de aplicación de cinco años.  Al 31 de marzo de 2004, el número de medidas compensatorias definitivas en vigor en la UE era de 18 (cuadro III.7), de las que 10 afectaban a productos importados a exportadores de la India.  En el momento de la adhesión, los nuevos miembros deben aplicar las medidas compensatorias de la UE en vigor y quedan sin efecto sus propias medidas.
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Imposición de medidas compensatorias, 1991-2003

Por países destinatarios de las medidas Por secciones del SA

Productos 

químicos 

(VI )

9,5

Maquinaria, equipo 

eléctrico (XVI )

9,5

Textiles (XI)

19,0

Plástico y caucho 

(VII)

23,8

Otros

4,8

India

42,9

Metales básicos (XV)

33,3

Taipei 

Chino 

9,5

Indonesia

9,5

Malasia

9,5

Otros 28,6

Fuente: Documentos de la OMC.

Parte de las medidas totales (porcentaje)


Cuadro III.7

Medidas compensatorias, 1996-2004

	
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004 
(3 meses)

	Procedimientos iniciados
	1
	4
	8
	20
	0
	6
	3
	1
	0

	Medidas definitivas impuestas
	0
	1
	2
	3
	11
	0
	3
	2
	1

	Medidas definitivas en vigor
	2
	3
	3
	5
	17
	16
	19
	17
	18


Fuente:
Documentos de la OMC e información facilitada por la Comisión Europea.

ix) Obstáculos técnicos al comercio

66. Los productos colocados en el mercado de un Estado miembro deben cumplir al mismo tiempo, cuando corresponde, la legislación nacional pertinente y la que rige en toda la Comunidad.  El cumplimiento por un producto de las prescripciones de los reglamentos técnicos aplicables se determina mediante procedimientos de evaluación de la conformidad.  Dadas las repercusiones que podrían tener las diferencias en los reglamentos técnicos y los procedimientos de evaluación de la conformidad, tanto en los intercambios entre Estados miembros de las CE como entre éstas y terceros países, el eliminar y evitar los obstáculos técnicos al comercio innecesarios, sin perjuicio de procurar lograr un nivel elevado de protección del medio ambiente y del consumidor, siguen constituyendo aspectos fundamentales de la estrategia y la política comercial del mercado interior de las CE.

67. Los reglamentos, cuando los hay, establecen las características del producto o los procesos y métodos de producción relacionados con ellos, y pueden incluir o mencionar requisitos en materia de terminología, símbolos, embalaje, marcado o etiquetado aplicables a un producto, proceso o método de producción.
  Esos reglamentos se elaboran en el ámbito de la Comunidad con miras a su aplicación en toda ella (sectores "armonizados"), o en el ámbito nacional (sectores "no armonizados").  Los exportadores se benefician de la armonización comunitaria, en la medida en que una única serie de reglamentos sustituye a 15 (25 a partir del 1º de mayo de 2004).
  En 2001, los productos no armonizados representaban aproximadamente el 21 por ciento del total.

68. En el ámbito de la Comunidad, los reglamentos relativos a los productos son de dos categorías principales:  los que establecen requisitos técnicos detallados y concretos (del "antiguo enfoque"), y los que contienen prescripciones esenciales (limitadas) (del "nuevo enfoque"), destinados a alcanzar objetivos relacionados con la salud, la seguridad y el medio ambiente.
  Las directivas del antiguo enfoque se aplican a vehículos automóviles, cosméticos, productos químicos, productos alimenticios y fármacos;  mientras que los reglamentos del "nuevo enfoque" se aplican a muy diversos productos que incluyen juguetes, productos para la construcción, maquinaria, equipos a presión, instrumental médico, equipo eléctrico y electrónico y aparatos de gas.  Con arreglo a las directivas del nuevo enfoque, las soluciones técnicas que permitan cumplir las prescripciones deben alcanzarse mediante normas europeas armonizadas de carácter voluntario (como las establecidas por los organismos europeos de normalización) o iniciativas propias de los fabricantes.

69. Las organizaciones europeas de normalización (CEN, CENELEC y ETSI) han elaborado normas armonizadas para algunas de las directivas del nuevo enfoque.  Su aplicación por el fabricante determina una presunción de conformidad con las prescripciones esenciales.
  Estos organismos han aceptado el Código de Buena Conducta para la Elaboración, Adopción y Aplicación de Normas anexo al Acuerdo OTC.  Alrededor de dos terceras partes de las normas elaboradas por el CEN y el CENELEC son idénticas a normas ISO y CEI, o se basan en ellas.
  Actualmente existen unas 14.000 normas voluntarias de alcance europeo.

70. Con arreglo a las directivas del nuevo enfoque, la persona que coloca un producto en el mercado comunitario asume la responsabilidad del cumplimiento de la legislación comunitaria.  El fabricante debe colocar en el producto la marca "CE" para indicar su conformidad con las prescripciones aplicables de las CE, sin lo cual el producto no puede colocarse en el mercado comunitario.
  Las medidas que debe adoptar un fabricante para poder colocar la marca "CE" dependen del sector de que se trate.
  Se han elaborado directrices generales y procedimientos detallados para la evaluación de la conformidad con arreglo a las directivas del nuevo enfoque como parte de un criterio general respecto de la certificación y la realización de pruebas.
  La evaluación de la conformidad de los productos industriales es llevada a cabo por organismos designados por los Estados miembros con arreglo al procedimiento comunitario para la notificación de organismos.  La lista de esos organismos se publica en línea y en el Diario Oficial de la Unión Europea.  Sin embargo, respecto de algunos productos las CE aceptan la declaración del proveedor sobre la conformidad del producto con la legislación aplicable, sin ninguna intervención obligatoria de terceros.
  La vigilancia del mercado es llevada a cabo por autoridades nacionales y comprende la inspección de los productos respecto del cumplimiento de las disposiciones y medidas correctivas en los casos de incumplimiento, que comprenden sanciones por las declaraciones falsas o engañosas.  Mediante un procedimiento basado en una cláusula de salvaguardia, la Comisión está autorizada para verificar las medidas adoptadas por las autoridades nacionales que restringen la circulación de las mercancías que llevan la marca "CE".

71. Las evaluaciones indican que las directivas del nuevo enfoque funcionan satisfactoriamente en cuanto a la eliminación de ciertos aspectos de los obstáculos técnicos al comercio (reglamentarios y no reglamentarios).  No obstante, en una reciente comunicación de la Comisión sobre las directivas (2003/C282/02) se indica la necesidad de un criterio más coherente respecto de la evaluación de la conformidad y la designación de los organismos notificados;  la revisión del procedimiento basado en la cláusula de salvaguardia;  y el fortalecimiento de las medidas destinadas a imponer la observancia, incluida la vigilancia del mercado.
  Posteriormente, el Consejo Europeo adoptó una resolución que dispuso que la Comisión diera curso a su comunicación.

72. En las materias no armonizadas, los Estados miembros pueden legislar para acentuar la transparencia y evitar las restricciones injustificadas del comercio;  deben notificar a la Comisión sus proyectos de reglamentos técnicos y normas.  Además, las CE aplican el principio del reconocimiento mutuo en el mercado interior.  En consecuencia, no puede prohibirse la venta en el territorio de un país de bienes producidos legalmente en otro, aunque hayan sido producidos cumpliendo prescripciones técnicas o de calidad diferentes de las que se aplican a los bienes de producción local, salvo en los casos de interés general prioritario (como los referentes a la protección de la salud, de los consumidores o del medio ambiente), en los cuales debe notificarse a la Comisión.  La información sobre prescripciones en las materias no armonizadas puede obtenerse de los servicios de información sobre obstáculos técnicos al comercio de los Estados miembros de las CE.
  En un informe reciente de la Comisión se realiza una evaluación favorable del sistema de notificación en cuanto a evitar la creación de obstáculos a la libre circulación de bienes y servicios.  Sin embargo, según la Comisión, el incumplimiento del principio de reconocimiento mutuo redujo el comercio en el año 2000 en una suma que puede alcanzar los 150.000 millones de euros.
  En noviembre de 2003, la Comisión publicó una comunicación que aclara el principio del reconocimiento mutuo.  Esa comunicación procura mejorar la aplicación del reconocimiento mutuo dando una reseña de la forma en que debe funcionar y los derechos que otorga a los agentes económicos.  También aclara la carga de la prueba y resume las oportunidades y las formas en que puede restringirse la libre circulación de mercancías.

73. Las CE y sus Estados miembros notificaron a la OMC, con arreglo al Acuerdo OTC, 95 medidas en 2002 y 76 en 2003 (cuadro III.8).  En el cuadro AIII.2 se resumen algunas disposiciones reglamentarias recientes que afectan al régimen de obstáculos técnicos al comercio de las CE.

Cuadro III.8

Notificaciones de reglamentos técnicos efectuadas a la OMC por las CE y sus Estados miembros, 1995-2003

	
	
	
	UE-15

	Año
	Total
	UE
	B
	DK
	D
	EL
	E
	F
	IR
	I
	L
	NL
	A
	P
	FI
	S
	UK

	1995
	123
	31
	17
	28
	2
	0
	4
	1
	0
	0
	0
	33
	0
	0
	4
	5
	0

	1996
	123
	46
	13
	15
	3
	0
	7
	2
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	7
	30
	0

	1997
	437
	20
	48
	23
	3
	0
	5
	15
	1
	0
	1
	287
	2
	0
	5
	22
	5

	1998
	276
	36
	49
	40
	3
	0
	9
	20
	0
	0
	2
	91
	1
	0
	5
	18
	2

	1999
	185
	34
	23
	27
	3
	0
	9
	21
	0
	0
	1
	48
	2
	0
	3
	9
	5

	2000
	148
	16
	19
	25
	0
	0
	6
	7
	0
	0
	0
	46
	0
	0
	5
	15
	9

	2001
	110
	7
	26
	7
	0
	0
	9
	9
	0
	0
	0
	40
	0
	0
	3
	8
	1

	2002
	95
	17
	11
	6
	0
	0
	12
	7
	0
	1
	0
	15
	0
	0
	5
	17
	4

	2003
	76
	21
	1
	16
	0
	0
	5
	14
	0
	2
	0
	4
	0
	0
	0
	9
	4


a
B:  Bélgica;  DK:  Dinamarca;  D:  Alemania;  EL:  Grecia;  E:  España;  F:  Francia;  IR:  Irlanda;  I:  Italia;  L:  Luxemburgo;  NL:  Países Bajos;  A:  Austria;  P:  Portugal;  FI:  Finlandia;  S:  Suecia;  UK:  Reino Unido.

Fuente:
Documentos de la OMC;  e informaciones facilitadas por la Comisión Europea.

74. Los países de la adhesión deben adoptar el acervo comunitario sobre la libre circulación de mercancías desde su adhesión;  esto significa la aplicación de los reglamentos técnicos de las CE.  Durante el período previo a la adhesión, las CE ayudaron a los países respectivos a ajustar sus normas a las comunitarias.  Además, los organismos de normalización europeos han trabajado en asociación con sus homólogos nacionales en estos países.  Se han firmado Protocolos de los acuerdos europeos sobre evaluación de la conformidad y aceptación de productos industriales con siete de los países de la adhesión (Eslovaquia, Eslovenia, Estonia, Hungría, Letonia, Lituania y la República Checa), y un acuerdo sobre evaluación de la conformidad y aceptación de los productos industriales con Malta.  Todos estos instrumentos representan un reconocimiento de los progresos realizados en la adopción de la legislación comunitaria pertinente en materia de productos industriales, y en la creación de la infraestructura administrativa necesaria para su aplicación efectiva.  Según la Comisión, los países de la adhesión han comprendido bien la legislación del nuevo enfoque;  la necesaria capacidad institucional se encuentra organizada y, por lo general, funciona satisfactoriamente.
  Se aplicarán, sin embargo, disposiciones de transición para Chipre, Eslovenia, Lituania, Malta y Polonia en la comercialización de medicamentos e instrumental médico.
  Los protocolos y acuerdos sobre evaluación de la conformidad y aceptación de los productos industriales quedaron derogados el 1º de mayo de 2004 con la adhesión de los nuevos países asociados.

75. Los organismos de evaluación de terceros países pueden tomar parte en las actividades de evaluación de la conformidad de las CE mediante acuerdos de reconocimiento mutuo.  Las CE han negociado tales acuerdos con Australia, el Canadá, los Estados Unidos, Israel, el Japón, Nueva Zelandia y Suiza.  Los principales sectores comprendidos son el instrumental médico, productos farmacéuticos, equipo de telecomunicaciones, equipo eléctrico, recipientes a presión, maquinaria, aeronaves, segadoras de césped de motor, embarcaciones de recreo y equipo marítimo.  El acuerdo con Suiza es más amplio y se extiende a instrumentos de medición, juguetes, productos fitofarmacéuticos, sustancias y preparaciones peligrosas, equipo para obras de construcción, equipo eléctrico utilizado en atmósferas explosivas, aparatos de gas y tractores.

76. En el marco de acuerdos comerciales o de cooperación, las CE desarrollan programas de asistencia para la normalización, la certificación, la metrología y la calidad con varios interlocutores comerciales de Europa Central y Oriental, la Comunidad de Estados Independientes, el Mediterráneo, el Oriente Medio, el Lejano Oriente, América Latina y los Estados ACP.  Estos programas comprenden el suministro de informaciones, el apoyo técnico, el mejoramiento de la infraestructura física, la evaluación de la conformidad y la acreditación y el mejoramiento de la capacidad de los países para cumplir las prescripciones europeas en materias de calidad.

77. Las CE también participan en diversas iniciativas multilaterales y plurilaterales sobre la armonización técnica, que comprenden las de la OCDE, la Conferencia Internacional sobre Armonización de las Prescripciones Técnicas del Registro de Productos Farmacéuticos, la Comisión Económica para Europa de las Naciones Unidas, el Grupo de Trabajo Mundial de Armonización del Instrumental Médico y la Organización de Aviación Civil Internacional.

x) Medidas sanitarias y fitosanitarias

78. El Tratado constitutivo de la Comunidad Europea faculta al Consejo para adoptar normas legislativas para el funcionamiento del mercado común, incluida la política agrícola común.
  Al hacerlo, debe tener en cuenta las preocupaciones relativas a la salud pública, la protección del consumidor, y el medio ambiente.
  Las CE y sus Estados miembros forman parte de la Comisión del Codex Alimentarius.

79. El Reglamento (CE) Nº 178/2002 establece cinco principios generales para el régimen de inocuidad de los alimentos en las CE:  i) un nivel elevado de seguridad alimentaria en todas las etapas de la cadena alimentaria, desde la producción primaria hasta el consumidor;  ii) el análisis del riesgo como elemento fundamental de la política de seguridad alimentaria;  iii) la plena responsabilidad de los explotadores de empresas alimentarias por la seguridad de los productos que importan, producen, elaboran, colocan en el mercado o distribuyen;  iv) la rastreabilidad de los productos en todas las etapas de la cadena alimentaria;  y v) el derecho de los ciudadanos a recibir una información clara y exacta de las autoridades públicas.
  El Reglamento dispone también la creación de la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria (AESA);  fortalece el sistema de alerta rápida respecto de los alimentos para consumo humano y los piensos
;  y otorga facultades especiales a la Comisión para aplicar medidas de emergencia a fin de contener los riesgos graves para la salud de las personas o de los animales, o del medio ambiente de las CE (cuadro III.9).  También da a quienes gestionan el riesgo (encargados de las decisiones) la posibilidad de aplicar el "principio de precaución" cuando deben adoptarse decisiones para proteger la salud pero la información científica relativa al riesgo no es concluyente o es incompleta.  Además, el Reglamento permite que las medidas de gestión del riesgo se basen no sólo en la evaluación científica, sino también en otros factores "pertinentes".  Sin embargo, esta disposición ha suscitado algunas críticas porque no está claramente establecida la definición de "otros factores".

Cuadro III.9

Notificaciones de medidas de emergencia

	Notificación a la OMC
	Descripción del contenido
	Fecha de la notificación

	G/SPS/N/EEC/177
	Las medidas estipuladas en la Decisión 2002/757/CE se aplican a la introducción o a la propagación de Phytophthora ramorum, a la producción y al desplazamiento dentro de la Comunidad de los vegetales huéspedes de Phytophthora ramorum conocidos, al control de Phytophthora ramorum y a una supervisión más general para detectar la presencia o la ausencia continuada de Phytophthora ramorum en los Estados miembros.
	9 de octubre de 2002

	G/SPS/N/EEC/181
	Medidas de urgencia destinadas a evitar la introducción de Pseudomonas solanacearum (Smith) Smith (podredumbre parda de la patata) en las Comunidades Europeas, presente en las patatas procedentes de zonas de Egipto consideradas libres de plagas de conformidad con las normas internacionales de la FAO relativas a las medidas fitosanitarias.
	19 de diciembre de 2002

	G/SPS/N/EEC/205
	Las medidas de urgencia notificadas disponen que los Estados miembros prohíban la importación de chile picante y sus productos derivados, en cualquier forma destinada al consumo humano, a menos que la remesa vaya acompañada de un informe analítico en el que se demuestre que el producto no contiene Sudán rojo I.
	23 de junio de 2003

	G/SPS/N/EEC/207
	Condiciones especiales impuestas para la importación de nueces del Brasil con cáscara originarias del Brasil.
	9 de julio de 2003


Fuente:
Documentos de la OMC.

80. La AESA proporciona asesoramiento científico independiente a la Comisión sobre todas las cuestiones que repercuten directa o indirectamente en la inocuidad de los alimentos.  Aunque las decisiones al respecto son adoptadas por el Consejo, y en ciertos casos por la Comisión
, los dictámenes de la AESA son importantes en la determinación de la política y la formulación de la legislación referentes a la inocuidad de los alimentos.  A través de un Foro Consultivo, la AESA debe desarrollar una estrecha colaboración y asociación con representantes de los organismos competentes de los Estados miembros, formando así una red científica en toda la Comunidad en materia de inocuidad de los alimentos que conduzca a una comunicación eficaz de las informaciones.

81. Se han adoptado diversas normas legales en el ámbito de la Comunidad en materia de normas sanitarias y fitosanitarias, entre otros temas, sobre los piensos y las condiciones zoosanitarias y fitosanitarias.  Con respecto a los piensos, las disposiciones se refieren a controles mediante muestreo y análisis;  el control de la composición (por ejemplo, los aditivos), las sustancias indeseables y las fuentes de proteínas;  y la comercialización.  Sobre las condiciones zoosanitarias de los productos importados de terceros países, las disposiciones se refieren a las verificaciones veterinarias, las normas sanitarias, los países desde los cuales se permite la importación, las inspecciones, el control de determinadas enfermedades y la comercialización de determinados productos.  Los reglamentos fitosanitarios incluyen medidas de protección contra plagas y residuos de plaguicidas, y la comercialización de semillas y material de propagación para la agricultura, la horticultura y la silvicultura.  Algunos de estos reglamentos han sido objeto de severas críticas de terceros países, incluida la de que son mucho más rigurosos que las reglamentaciones internacionales (por ejemplo, del Codex Alimentarius y la OIE) y su cumplimiento impone elevados gastos administrativos.

82. Con arreglo a las disposiciones en vigor, para exportar productos de origen animal a las CE los países deben contar con aprobación para el producto de que se trate, y éste debe ser originario de un establecimiento aprobado a los efectos de la exportación a las CE.  Cuando no existen disposiciones comunitarias específicas, los alimentos (y los piensos) deben considerarse inocuos si se ajustan a las disposiciones específicas de la legislación nacional que rigen su inocuidad en el territorio en el que circulan.  También figuran disposiciones sanitarias y fitosanitarias en varios acuerdos comerciales de las CE;  sin embargo, su alcance y su grado de rigor varían, pues algunos de ellos reiteran las obligaciones incluidas en el Acuerdo MSF de la OMC, mientras que otros contienen anexos más detallados (por ejemplo, el acuerdo CE-Chile).  Las CE y sus Estados miembros (las CE‑15) notificaron a la OMC, con arreglo al Acuerdo MSF, 43 medidas en 2002 y 59 en 2003.

83. Con arreglo a una Directiva del Consejo adoptada el 16 de diciembre de 2002
, los Estados miembros deben adoptar diversas nuevas medidas, entre otros fines, para impedir que los agentes económicos del sector alimentario provoquen la propagación de enfermedades transmisibles a los animales;  para que sometan los productos de origen animal destinados al consumo humano a certificación veterinaria;  y para que lleven a cabo controles veterinarios oficiales.
  Además, la directiva obliga a los Estados miembros a adoptar medidas para asegurar que las importaciones de productos de origen animal de terceros países, destinados al consumo humano, cumplan las normas generales de sanidad animal que rigen todas las etapas de producción, elaboración y distribución.  Con el fin de garantizar el cumplimiento de las normas comunitarias, la Comisión establece listas de los terceros países o partes de terceros países de los que estén permitidas las importaciones de determinados productos de origen animal.  Con arreglo a la directiva, sólo podrán incluirse en dichas listas aquellos terceros países en los que se haya llevado a cabo una auditoría comunitaria y las autoridades veterinarias competentes ofrecen garantías adecuadas sobre el cumplimiento de la legislación comunitaria.  Para la importación se exige un certificado veterinario que indique que los productos de origen animal cumplen la legislación comunitaria.
84. El Reglamento Nº 1774/2002 (adoptado el 3 de octubre de 2002) dispone que la importación y el tránsito de subproductos animales y productos transformados (no destinados al consumo humano) quedan prohibidos a menos que se ajusten a lo establecido en la legislación comunitaria.  De este modo, el Reglamento establece condiciones que aseguran que los productos importados de terceros países cumplan requisitos de higiene por lo menos iguales o equivalentes a los aplicados por la Comunidad.  Con ese fin establece un sistema de aprobación de las importaciones de subproductos de origen animal procedentes de terceros países, que incluye un procedimiento de inspección y certificados sanitarios, y de los establecimientos pertinentes.
  El Reglamento ha estado en aplicación desde el 1º de mayo de 2003.

85. Desde el último examen de sus políticas comerciales, las CE han adoptado dos reglamentos relativos a los alimentos y piensos producidos mediante organismo modificados genéticamente (OMG).
  Con arreglo a un reglamento adoptado el 22 de septiembre de 2003, las solicitudes de autorización para colocar en el mercado comunitario productos alimenticios y piensos modificados genéticamente deben presentarse a la AESA por conducto de una autoridad nacional competente.  La AESA debe formular su dictamen a la Comisión en un plazo de seis meses.
  Sobre la base del dictamen de la AESA y de "otros factores" (no especificados), la Comisión está facultada para dictar una decisión en consulta con el Comité permanente de la cadena alimentaria y de sanidad animal, en un plazo de tres meses.  La aplicación del Reglamento de 2003 debe abrir el camino para levantar la moratoria sobre las nuevas autorizaciones.
  El segundo reglamento se refiere a la rastreabilidad y el etiquetado de los OMG y la rastreabilidad de los alimentos y piensos producidos a partir de OMG.
  Con arreglo a este reglamento, al colocar en el mercado comunitario un producto modificado genéticamente, los operadores deben transmitir a quienes reciban el producto determinados detalles que indiquen que contiene OMG.  También están obligados a disponer de sistemas y procedimientos que les permitan conservar esa información durante un período de cinco años.  Los operadores, además, están obligados a asegurar que los productos que contengan OMG estén etiquetados como tales.
86. Como respuesta a la resolución de la OMC acerca de la prohibición por las CE de la utilización de hormonas para potenciar el crecimiento, la Comunidad adoptó una directiva que procuraba poner en conformidad su legislación.
  La nueva directiva confirma la prohibición de las sustancias con efecto hormonal para potenciar el engorde y reduce las circunstancias en que puede administrarse una de las hormonas (el Estradiol 17-beta) a animales destinados a la producción de alimentos con fines distintos de la potenciación del engorde.  Con respecto a las otras cinco hormonas, la Comisión considera que los testimonios científicos reunidos hasta ahora son insuficientes para proponer una prohibición permanente
;  en consecuencia, la prohibición establecida en la directiva modificada tiene carácter provisional.  La Comisión debe examinar periódicamente los datos científicos de que se disponga, y procura obtener información complementaria.

87. Durante el período en examen se dictaron dos normas legislativas tendientes a reducir en las CE la incidencia de enfermedades transmitidas por los alimentos a través de zoonosis.  Procuran reducir la incidencia de los agentes zoonóticos y vigilarlos.
  Otras medidas adoptadas incluyen una directiva referente a los materiales plásticos y los artículos destinados a entrar en contacto con productos alimenticios
;  una decisión relativa a la eficacia de los métodos de análisis empleados para detectar ciertas sustancias y sus residuos en animales vivos y productos de origen animal;  la inclusión de dos parásitos exóticos -el pequeño escarabajo de la colmena y el ácaro parásito- en la lista de zoonosis de declaración obligatoria;  y una publicación completa (en una sola fuente) de las listas de aditivos autorizados para los productos alimenticios.

88. Una Decisión de la Comisión, de 4 de julio de 2003, impuso condiciones especiales para la importación de nueces del Brasil con cáscara originarias y procedentes del Brasil
, a menos que cada remesa fuera acompañada de un informe que presentara los resultados de la toma de muestras y el análisis oficiales, y de un certificado sanitario.
  El 20 de junio de 2003, la Comisión impuso medidas de emergencia por las que se prohibió a los Estados miembros la importación de chile picante y sus productos derivados (ex código NC 0904 20 90)
, a menos que la remesa fuera acompañada de un informe analítico en el que se demostrara que el producto no contiene Sudán rojo I.
  Las CE también prorrogaron la prohibición de la colocación en el mercado comunitario de juguetes y artículos de puericultura destinados a ser introducidos en la boca por niños menores de tres años y fabricados con PVC blando que contuviera determinados ftalatos.

89. Durante el período en examen entraron en vigor restricciones que afectan a la comercialización y utilización (en la UE) de la creosota y el hexacloroetano, ciertos tintes azoicos y parafinas cloradas de cadena corta.  El 12 de agosto de 2002 la Comisión adoptó un nuevo mecanismo para la asignación de contingentes a los productores e importadores de hidroclorofluorocarburos para el período comprendido entre 2003 y 2009, limitando sus respectivos porcentajes a los niveles de 1999 y teniendo en cuenta las asignaciones y pedidos de contingentes de importación efectuadas en años anteriores.
  Además, mediante un sistema común de notificación e información sobre el comercio con terceros países, las CE controlan el comercio de ciertos productos químicos prohibidos o rigurosamente restringidos debido a sus efectos en la salud humana y el medio ambiente;  las CE aplican el principio de información y consentimiento previos (PICP) establecido por el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) y la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO).
90. La totalidad de los 10 países de la adhesión han traspuesto en su legislación nacional el acervo comunitario relativo a la inocuidad de los alimentos y deben aplicarlo desde su adhesión.  Seis de los nuevos Estados miembros han pedido períodos de transición para mejorar sus plantas de elaboración de alimentos.
  Otras disposiciones de transición se refieren a los requisitos de calidad para las semillas, la nutrición de los animales, la protección de los vegetales y la comercialización de materiales de multiplicación forestales.
xi) Contratación pública

91. En 2002 la contratación pública representó alrededor del 16 por ciento del PIB de las CE (1,493 billones de euros).  El logro de la transparencia y la acentuación del nivel de competencia efectiva en el mercado de la contratación pública de las CE siguen constituyendo objetivos prioritarios en la estrategia del mercado interior.

92. Desde el último Examen de las Políticas Comerciales de las CE no se han registrado cambios legislativos en su régimen básico de contratación pública.
  Conforme al marco legislativo actual, existen directivas sobre los suministros, las obras y los servicios
, complementadas por una directiva sobre recursos.  Otra directiva se refiere a la contratación por entidades de propiedad pública y entidades privadas con derechos especiales o exclusivos que actúan en las esferas del abastecimiento de agua, la energía, los transportes y las telecomunicaciones (Directiva sobre los servicios públicos);  también está complementada por una Directiva sobre recursos.  El ámbito de aplicación de cada una de las directivas está determinado por umbrales mínimos para los contratos, que corresponden, cuando es preciso, a los del Acuerdo sobre Contratación Pública, mientras que los contratos inferiores al umbral están comprendidos en las disposiciones y principios del Tratado constitutivo de la CE.  Los umbrales se han establecido en 200.000 euros para los contratos de suministros y servicios
 y 5 millones de euros para los contratos de obra pública.

93. Con arreglo a las disposiciones en vigor, las entidades adjudicadoras de los Estados miembros están obligadas, en general, a definir sus especificaciones técnicas por referencia a normas o especificaciones técnicas aprobadas por la Comunidad.  Sin embargo, conforme al derecho comunitario las entidades adjudicadoras no pueden rechazar ofertas con soluciones técnicas equivalentes a las especificaciones que han definido.  Pueden optar entre procedimientos públicos y restringidos para la adjudicación de los contratos;  las condiciones estipuladas en las directivas admiten procedimientos de negociación.  La selección de los participantes se basa en su capacidad técnica, económica y financiera.  Los criterios para la adjudicación de los contratos incluyen el menor precio y la oferta económicamente más ventajosa.
  Las entidades adjudicadoras están obligadas a informar, en un plazo de 15 días, a todo solicitante u oferente que consulte los motivos del rechazo de su solicitud o su oferta.

94. En virtud de la directiva pertinente en materia de recursos, el solicitante u oferente que no ha sido aceptado tiene derecho a impugnar los procedimientos de adjudicación del contrato por las autoridades respectivas ante órganos de revisión nacionales.  Con respecto a los recursos de que se dispone antes de la firma del contrato, los órganos de revisión nacionales deben estar facultados para adoptar, lo antes posible y mediante procedimiento de urgencia, medidas provisionales que incluyen la suspensión del procedimiento de adjudicación.  Los recursos nacionales también deben establecer la posibilidad de que se anulen las decisiones ilegales, incluida la supresión de las especificaciones discriminatorias y la cancelación de la adjudicación.  Solamente para los servicios públicos (Directiva 93/38/CE), y en virtud de la Directiva 92/13/CEE, algunos Estados miembros han sustituido estos dos recursos por medidas como el pago de multas diarias con el fin de corregir las infracciones e impedir los perjuicios a los intereses afectados.  Conforme a ambas directivas sobre recursos, cuando se firma el contrato los órganos nacionales de revisión, o en algunos Estados miembros un órgano diferente, como un tribunal civil, están facultados para conceder una indemnización por daños y perjuicios a los oferentes lesionados.  Además, en el plano comunitario (artículo 226 del Tratado constitutivo de la CE), los solicitantes u oferentes agraviados pueden presentar ante los servicios de la Comisión una reclamación relativa al procedimiento de adjudicación de los contratos comprendidos en las directivas de las CE.  La Comisión puede promover, cuando corresponde, un procedimiento por infracción contra el Estado miembro de que se trate por incumplimiento de sus obligaciones derivadas del derecho comunitario.  Posteriormente, si la Comisión considera que el Estado miembro no ha adoptado las medidas apropiadas para enmendar la infracción alegada, puede someter la diferencia al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, que dicta una sentencia definitiva sobre la supuesta infracción.

95. El mercado de la contratación pública está sujeto en las CE, cuando procede, a las disciplinas del Acuerdo sobre Contratación Pública, en que las CE son parte.  En consecuencia, los proveedores de bienes y servicios de países que son partes en el Acuerdo pueden presentar sus ofertas para los contratos que exceden de los umbrales especificados
, conforme a los compromisos asumidos por las CE.
  El 12 de diciembre de 2002, las CE notificaron a la OMC modificaciones de sus notas generales del Apéndice I del Acuerdo sobre Contratación Pública.  Esta modificación habilita a los proveedores de bienes y servicios de Suiza para impugnar la adjudicación de contratos por entidades comunitarias enumeradas en el Anexo 2 del Acuerdo (conforme al acuerdo bilateral entre ambas partes).  En otros acuerdos sobre comercio preferencial celebrados por las CE (capítulo II 5) iii)) también se establece el acceso recíproco a los mercados de la contratación pública.

96. Como parte de los preparativos de su adhesión, los nuevos Estados miembros debieron ajustar su legislación en materia de contratación pública a la legislación comunitaria y aplicar esta última desde la adhesión.  En marzo de 2004 algunos de estos países estaban en las etapas finales de la armonización de su legislación sobre la contratación pública con las directivas comunitarias.  Ninguno de los 10 países de la adhesión es parte en el Acuerdo sobre Contratación Pública, aunque todos ellos tienen la calidad de observadores en el Comité de Contratación Pública, con excepción de Chipre.  Como consecuencia de su adhesión a las CE, a partir del 1º de mayo de 2004 han pasado a aplicarse a los 10 países de la adhesión los mismos derechos y obligaciones conforme al Acuerdo sobre Contratación Pública que a los 15 Estados miembros anteriores.

97. En cuanto a la transparencia de la contratación pública en las CE, las tendencias indican un leve aumento del porcentaje de contratos públicos anunciados en el Diario Oficial (indicador de transparencia del mercado), que pasó del 15,4 por ciento en 2001 al 16,3 por ciento en 2002.  En porcentaje del PIB, el valor de la contratación pública anunciada públicamente aumentó del 2,5 por ciento en 2001 al 2,7 por ciento en 2002 (cuadro III.10).  Según la Comisión, es relativamente menor la cantidad de resultados de licitaciones públicas que se dan a conocer, pues las tendencias recientes señalan un desnivel cada vez mayor entre la cantidad de anuncios de licitación y los de adjudicación de contratos que se publican;  entre los anuncios de adjudicación publicados en el Diario Oficial, la contratación directa transfronteriza sólo representó un 1,26 por ciento de los anuncios en 2001 (frente al 1,5 por ciento en 2000).
  Un estudio reciente de la Comisión indica que las filiales extranjeras que presentan ofertas en licitaciones del Estado miembro en el que están instaladas tienden a obtener un índice de adjudicaciones levemente mayor que las empresas de los Estados miembros que presentan ofertas en licitaciones de sus propios países de origen.

Cuadro III.10

Indicadores relativos a las licitaciones públicas, 1995 y 2000-2002

	
	Miembros de las CE-15a

	
	CE-15
	B
	DK
	D
	EL
	E
	F
	IR
	I
	L
	NL
	A
	P
	FI
	S
	UK

	Licitaciones anunciadas públicamente (en porcentaje del total de los contratos)

	1995
	8,4
	6,9
	16,4
	5,1
	34,1
	8,5
	5,5
	11,4
	9,8
	5,2
	4,8
	4,5
	15,5
	8,0
	10,5
	15,0

	2000
	14,9
	15,6
	20,9
	5,6
	31,9
	25,4
	14,6
	21,4
	17,5
	12,3
	10,8
	13,5
	15,0
	13,2
	17,9
	21,5

	2001
	15,4
	18,6
	15,8
	5,7
	35,3
	23,4
	16,8
	19,3
	15,3
	10,7
	12,5
	14,6
	17,7
	15,1
	23,4
	21,5

	2002
	16,3
	15,8
	14,5
	7,5
	45,7
	23,5
	19,1
	18,0
	18,9
	13,3
	8,9
	15,5
	19,4
	13,9
	19,3
	21,1

	Licitaciones anunciadas públicamente (en porcentaje del PIB)

	1995
	1,44
	0,99
	2,67
	0,91
	4,87
	1,18
	0,94
	1,54
	1,23
	0,8
	0,99
	0,83
	2,19
	1,3
	2,41
	3,28

	2000
	2,41
	2,32
	3,55
	0,96
	4,37
	3,25
	2,44
	2,6
	2,17
	1,67
	2,19
	2,31
	2,12
	2,01
	3,67
	3,81

	2001
	2,48
	2,79
	2,90
	0,96
	4,58
	2,97
	2,75
	2,55
	1,94
	1,52
	2,58
	2,36
	2,46
	2,37
	4,68
	3,83

	2002
	2,65
	2,40
	2,73
	1,28
	5,77
	3,06
	3,18
	2,39
	2,25
	2,06
	1,90
	2,55
	2,58
	2,28
	3,95
	3,89


a
B:  Bélgica;  DK:  Dinamarca;  D:  Alemania;  EL:  Grecia;  E:  España;  F:  Francia;  IR:  Irlanda;  I:  Italia;  L:  Luxemburgo;  NL:  Países Bajos;  A:  Austria;  P:  Portugal;  FI:  Finlandia;  S:  Suecia;  UK:  Reino Unido.

b
Todas las cifras son estimativas.

Nota:
La expresión "anunciadas públicamente" se refiere a la publicación en el Diario Oficial.

Fuente:
Eurostat, Public procurement 1 and 2, Key Indicators.

98. La Comisión observa que la mayor transparencia resultante de la adopción de un conjunto completo de normas sobre contratación pública en el plano comunitario, junto con un criterio más sistemático de su política respecto de las infracciones, han puesto de relieve problemas de aplicación del régimen comunitario por los Estados miembros.  Esto queda puesto de manifiesto en el elevado número de infracciones relacionadas con la contratación publica.  Por ejemplo, la Comisión atendió 403 reclamaciones referentes a la adjudicación de contratos en 2002, y 389 en 2003.
  Según la Comisión, el mercado de la contratación pública de las CE todavía no es suficientemente abierto y competitivo;  las entidades públicas contratantes, sobre todo en el plano de las administraciones locales, no son plenamente conscientes del alcance de las normas, lo que puede explicar el bajo nivel de la contratación transfronteriza.
  Se estima que una reducción de costos del 5 por ciento, resultante de una contratación pública más competitiva y eficiente, supondría economías superiores a 70.000 millones de euros.  Con arreglo a la estrategia sobre el mercado interior (2003-2006) se han propuesto diversas medidas para abordar esta situación.

99. Se están organizando medidas destinadas a simplificar, modernizar y flexibilizar el mercado de la contratación pública de las CE.  En 2002 se adoptó un vocabulario común de contratos públicos (CPV), que procura normalizar y simplificar la descripción del objeto de las convocatorias publicadas.
  En el último Examen de las Políticas Comerciales de las CE se hizo referencia a dos propuestas de nuevas directivas sobre contratación pública, una relativa a la coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos de obra pública, suministros y servicios públicos, y la otra sobre la coordinación de los procedimientos de contratación de las entidades que actúan en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales.  Estas dos nuevas directivas fueron aprobadas por el Parlamento Europeo y el Consejo a comienzos de 2004;  su entrada en vigor estaba prevista para mayo de 2004.  Los Estados miembros de las CE dispondrán de hasta 21 meses para aplicar la nueva directiva, y hasta entonces seguirán rigiendo las directivas actuales.  Según la Comisión, los nuevos umbrales establecidos en los proyectos de directivas no alterarían la aplicación efectiva de las normas sobre contratación pública ni plantearían problema alguno en relación con el Acuerdo sobre Contratación Pública.

3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Registro y documentación

100. Con excepción de los productos en tráfico de perfeccionamiento pasivo o en tránsito, todas las mercancías comunitarias destinadas a la exportación deben someterse al procedimiento de exportación.  Con arreglo al Código Aduanero Comunitario (sección 2) i)), las mercancías comunitarias declaradas a los efectos de su exportación están sujetas a supervisión aduanera desde que se acepta la declaración hasta que salen del territorio aduanero de la Comunidad.  Con arreglo al procedimiento normal la declaración consiste en un documento administrativo único, así como otros documentos que incluyen el certificado de origen necesario para el otorgamiento del trato preferencial por los países importadores (cuando procede), y las licencias de los productos comprendidos en la Política Agrícola Común.  Las autoridades aduaneras pueden autorizar una tramitación simplificada de las formalidades y procedimientos de exportación.

ii) Impuestos, cargas y gravámenes a la exportación

101. No existe, en el plano de la Comunidad, ninguna disposición que imponga derechos o cargas a la exportación.

iii) Prohibiciones y restricciones de la exportación y regímenes de licencia

102. Con arreglo al Reglamento de las CE sobre el régimen común aplicable a las exportaciones
, están permitidas las restricciones justificadas por razones de moralidad pública, de orden público, de protección de la salud y de la vida de las personas y de los animales o de preservación de los vegetales, y de protección del patrimonio nacional cultural.
  Las restricciones siguen siendo de competencia común de la Comisión y los Estados miembros.  El Reglamento también dispone la adopción de medidas para prevenir una situación crítica debida a una escasez de productos esenciales.
103. Las prohibiciones de la exportación son adoptadas por la Comunidad y sus Estados miembros como parte de la Política Exterior y de Seguridad Común (PESC).  Durante el período en examen, las CE, de conformidad con la Resolución 1483 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, adoptó un reglamento que deroga todas las restricciones generales en vigor al comercio con el Iraq.  Sin embargo, subsiste una prohibición de la venta o el suministro de armas y el material conexo, salvo las que se requieran para cumplir los fines de la Resolución 1483 del Consejo de Seguridad.
  El embargo de la exportación de armas a Angola (UNITA) se eliminó en diciembre de 2002.
  Además, en virtud del Acuerdo de Lusaka, el embargo de armas en vigor respecto de la República Democrática del Congo se modificó para permitir los suministros destinados al uso personal del personal de las Naciones Unidas;  el empleo humanitario o de protección;  y el equipo de remoción de minas terrestres.  Otros países que son objeto de embargos de la exportación de armas, municiones, equipo militar y (en algunos casos) equipo para la represión interna dispuestos por las CE son Bosnia y Herzegovina, la República Popular China, el Iraq, Liberia, Libia, Myanmar, Sierra Leona, Somalia, el Sudán y Zimbabwe.

104. El Reglamento de las CE sobre el control de las exportaciones de mercancías y tecnologías de doble uso (que pueden utilizarse para fines civiles y militares) establece una lista de artículos considerados de ese carácter, un sistema de autorización de exportación por la Comunidad, y normas sobre el intercambio de informaciones y las consultas entre los Estados miembros sobre las decisiones de otorgar licencias de exportación.
  En enero de 2003, las CE modificaron y actualizaron el reglamento relativo al control de las exportaciones de mercancías y tecnología de doble uso a fin de permitir que los Estados miembros cumplieran sus compromisos internacionales.
  El Consejo adoptó en junio de 2003 una Posición común sobre el control del corretaje de armas a fin de evitar la elusión de los embargos de la exportación de armas impuestos por las Naciones Unidas, las CE o la OSCE, así como los criterios establecidos en el Código de Conducta de las CE en materia de exportación de armas.

105. Durante el período en examen se requirieron licencias de exportación para determinados productos con arreglo a la organización común de mercados y a compromisos sobre contingentes arancelarios con interlocutores comerciales.

iv) Subvenciones a la exportación

106. Las CE otorgan subvenciones a la exportación para varios productos básicos, que incluyen el trigo y la harina de trigo, cereales secundarios, arroz, colza, aceite de oliva, azúcar, mantequilla, aceite de mantequilla, leche desnatada en polvo, quesos, otros productos lácteos, carne de vaca, de porcino y de aves de corral, huevos, vinos, frutas, legumbres y hortalizas frescas y elaboradas, tabaco en rama y alcohol.  Las subvenciones cubren la diferencia entre los precios más elevados de la Comunidad (capítulo IV 2) ii)) y los precios inferiores del mercado mundial de los productos;  en consecuencia, varían con los precios mundiales, las oscilaciones de los tipos de cambio y los niveles de los precios internos.

107. En la campaña de comercialización de 2001-2002 el total de las subvenciones a la exportación otorgadas por las CE alcanzó los 2.500 millones de euros.  Se estima que corresponde a las CE un 90 por ciento del total de las subvenciones a la exportación de la OCDE.
  Los productos que recibieron mayor porcentaje de subvenciones a la exportación fueron el azúcar (18,8 por ciento)
, los "productos incorporados" (16 por ciento), los productos lácteos (15,6 por ciento), la carne de vaca (15,1 por ciento), la mantequilla y el aceite de mantequilla (12,6 por ciento) y los quesos (7,3 por ciento).  Globalmente, los desembolsos efectivos por subvenciones a la exportación se situaron alrededor del 35 por ciento de los compromisos contraídos por las CE en la OMC en materia de subvenciones a la exportación;  pero fueron altos respecto de determinados productos, como los productos incorporados (99,2 por ciento), el azúcar (96,7 por ciento) y el arroz (82,3 por ciento).

108. Algunos estudios que evalúan los efectos de la eliminación de las subvenciones europeas a la exportación agrícola después de la aplicación completa de la reforma de la CAP correspondiente a la "Agenda 2000" indican que habrá disminuciones notables de los precios internos de las CE, así como una declinación de las exportaciones, en particular de productos lácteos;  sin embargo, la repercusión será limitada en la producción de los cultivos herbáceos, los precios y la tierra.  En general, se prevé que el sector agropecuario de las CE sufrirá una pérdida de bienestar;  sin embargo, se estima que las mejoras en el bienestar de los consumidores compensarán esa pérdida con creces, determinando un avance neto del bienestar en las CE.

109. Según la Comisión, las CE mantienen su disposición de negociar nuevas reducciones de sus subvenciones a la exportación a condición de que se sometan a disciplinas todas las formas de subvenciones a la exportación (créditos a la exportación, abusos de la ayuda alimentaría, prácticas desleales de las empresas de comercio de Estado).

v) Ayuda a la exportación

110. Las CE no tienen una política de ayuda directa o indirecta a la exportación.  Sin embargo, los Estados miembros pueden ofrecer esa ayuda individualmente, con sujeción a normas comunitarias.  La coordinación en materia de seguros de crédito, garantías y créditos financieros se rige por la Decisión 73/391 del Consejo, con sus modificaciones.  Esta reglamentación establece los procedimientos de consulta que deben seguirse cuando un Estado, otra colectividad pública o todo organismo de seguro de crédito o de financiación se proponga conceder la garantía total o parcial de créditos exteriores, vinculados a las exportaciones de bienes o de servicios, que se aparten de determinadas normas comunitarias.
  Las normas comunitarias, de las que no es posible apartarse sin que se celebren consultas, se refieren a la duración de los créditos, el porcentaje de gastos locales, y los contratos de arrendamiento financiero ("leasing").  La duración de cualquier crédito concedido, ya se trate de crédito de vendedor o de crédito financiero, no debe sobrepasar cinco años a partir de fechas iniciales estipuladas según el tipo de bien o servicio;  en los casos de créditos privados garantizados, la fracción residual de la parte local, pagable a crédito, no debe exceder del 5 por ciento del importe de la operación
;  los contratos de arrendamiento financiero también deben considerarse créditos y, cuando su duración total no esté expresamente limitada, una duración superior a cinco años se define como una infracción de las normas comunitarias.

111. La Decisión 82/854/CEE del Consejo (de 10 de diciembre de 1982) se refiere al problema planteado por los subcontratos (con partes situadas en otros Estados miembros o en terceros países) en materia de garantías y de financiación de la exportación;  establece umbrales por debajo de cuales los subcontratos se incorporan automáticamente a la cobertura que se conceda al contratante principal
, y contiene disposiciones sobre la financiación de tales subcontratos.  Por otro parte, una reglamentación relativa a las obligaciones recíprocas de las entidades de seguro de crédito a la exportación de los Estados miembros procura mejorar la competitividad de las exportaciones comunitarias en los mercados de terceros países facilitando la cooperación entre empresas de exportación de diferentes Estados miembros.
  También existe una directiva para armonizar las principales disposiciones sobre el seguro de crédito a la exportación para operaciones con cobertura a medio y largo plazo.

112. La Comunidad es parte en el Acuerdo sobre directrices en materia de crédito a la exportación con apoyo oficial, de la OCDE.

4) Medidas que afectan a la producción y el comercio

i) Empresas estatales

113. Las notificaciones efectuadas por las CE a la OMC indican que actualmente existen en la Comunidad dos empresas estatales:  Gaz de France, que produce gas, y Entreprise Minière et Chimique, que produce abonos.
  Gaz de France realiza también operaciones de exportación.  Desde el último examen de sus políticas comerciales, no ha habido novedades en las CE respecto de las actividades de comercio exterior de sus empresas estatales.

ii) Política de competencia y cuestiones reglamentarias

114. El fundamento jurídico de la aplicación de la política de competencia en las CE es su Tratado constitutivo.
  Los Estados miembros deben adoptar una política económica "que se llevará a cabo de conformidad con el respeto al principio de una economía de mercado abierta y de libre competencia".  La política de competencia de las CE procura mejorar el bienestar del consumidor y acentuar la competitividad de las ramas de producción europeas.  Se apoya en cuatro esferas principales:  las normas antimonopolio, la reglamentación de las fusiones, la liberalización de los sectores económicos monopolistas y el control de la ayuda estatal.

115. Durante el período en examen han tenido lugar importantes reformas en la mayoría de los aspectos de la política de competencia de las CE con el fin de resolver los problemas de la ampliación de la Unión, así como para abordar problemas estructurales que restringen la competitividad y obstaculizan las oportunidades de crecimiento de la economía europea.

a)
Medidas antimonopolio

116. El Tratado prohíbe (como incompatibles con el mercado común) los acuerdos anticompetitivos entre empresas que puedan afectar al comercio entre los Estados miembros
, salvo los exceptuados por ser globalmente ventajosos para la eficiencia económica y el interés de los consumidores.
  La Comisión puede conceder exoneraciones con carácter individual, previo examen particular de un acuerdo, o con carácter general (exención por categoría).  La labor de la Comisión en esta materia se ha centrado cada vez más en impedir las formas más graves de comportamiento anticompetitivo, como la fijación de precios y los acuerdos de reparto de mercado.

117. El 16 de diciembre de 2002 se adoptó un Reglamento tendiente a modernizar el sistema de aplicación de las normas comunitarias sobre la competencia respecto de los acuerdos restrictivos y el abuso de posición dominante.  El nuevo reglamento elimina el sistema de notificación centralizado que estaba en aplicación desde 1962;  en consecuencia, las empresas ya no tendrán que notificar individualmente sus acuerdos a la Comisión para obtener la aprobación de una exención.  Con arreglo al nuevo sistema de excepción legal directamente aplicable, las empresas deben garantizar que sus acuerdos no restrinjan la competencia o, en caso de que lo hagan, que les correspondan exenciones con arreglo al sistema comunitario de excepción legal directamente aplicable.
  La Comisión argumenta que estas reformas reducirán la burocracia, ya que 40 años después de su aplicación las empresas están, en general, en condiciones de evaluar la legalidad de su necesidad.  Una segunda característica del nuevo reglamento es que establece la aplicación conjunta de las normas que rigen las prácticas restrictivas por la Comisión, las autoridades nacionales encargadas de la competencia y los tribunales nacionales.  En particular, la aplicación de normas de excepción sobre las exenciones del régimen antimonopolio se ha ampliado para permitir su aplicación por las autoridades y los tribunales nacionales.
  Para facilitar este proceso, la Comisión está creando una red de autoridades europeas encargadas de la competencia (incluso de los países de la adhesión) para garantizar la aplicación coherente de las normas antimonopolio.  Los interesados pueden someter sus reclamaciones o solicitudes de clemencia a las autoridades que consideren en mejores condiciones de atenderlas.  La Comisión seguirá ocupándose de los asuntos que afecten a más de tres Estados miembros (principalmente, pero no de manera exclusiva).  El Reglamento establece como fecha para su entrada en vigor el 1º de mayo de 2004, la fecha de adhesión de los 10 nuevos Estados miembros.
  La Comisión espera que el nuevo reglamento le permita dedicar su atención a las formas más graves de comportamiento anticompetitivo.

118. El 1º de octubre de 2003, después de un período de transición de un año, entró en vigor un nuevo reglamento que procura reducir la incidencia de las prácticas anticompetitivas en el sector de los vehículos de motor de las CE.
  Con arreglo a este reglamento, los fabricantes de vehículos de motor pueden optar entre un sistema de distribución exclusivo o selectivo.
  Según la Comisión, el nuevo reglamento elimina la mayor parte de las restricciones que en la práctica hacían antieconómicas las ventas de distribución multimarca, como el requisito de utilización de locales separados y la existencia de equipos de venta y dirección para cada una de las marcas.
  Otras disposiciones del nuevo reglamento son las siguientes:  la liberalización de los servicios posventa (por ejemplo, dando a los distribuidores la alternativa entre cumplir los servicios posventa por sí mismos o subcontratarlos permitiendo que otros talleres de reparación independientes queden autorizados dentro de la red del fabricante, sin que estén obligados a vender automóviles nuevos);  la autorización a los fabricantes de componentes de vehículos de motor, suministrados normalmente por fabricantes de vehículos, para que los vendan directamente a todos los talleres de reparación;  y un mejor acceso a toda la información técnica para los operadores independientes, como los talleres de reparación y los distribuidores.  Sin embargo, las últimas cifras de que se dispone (de noviembre de 2003) indican que, si bien existe una tendencia a la mayor convergencia de los precios de los automóviles dentro de las CE, los consumidores europeos todavía pueden obtener economías considerables comprando sus automóviles en otros Estados miembros;  es decir, la competencia y el comercio transfronterizo todavía no han dado lugar a una convergencia significativa de los precios.
  Como las cifras se refieren a la situación anterior al 1º de octubre de 2003 (fecha de la plena aplicación de este reglamento), es posible que no reflejen cabalmente la convergencia prevista.

119. El 27 de febrero de 2003, la Comisión adoptó un nuevo reglamento de exención por categoría en materia de seguros.
  El reglamento exonera ciertos tipos de acuerdos, en el sector de los seguros, de la regla general que rige la prohibición en esa materia
, siempre que la cooperación no exceda de lo que justifica el interés del consumidor y, en particular, no se refiere a la cobertura, las condiciones ni las primas de las pólizas de seguro que se ofrecen a los consumidores.  Los acuerdos que quedan exentos incluyen:  los cálculos conjuntos de riesgos;  los estudios conjuntos sobre riesgos futuros;  el establecimiento de condiciones tipo, no vinculantes, de las pólizas;  la creación y administración de agrupaciones de co-aseguro;  y la verificación y conformidad de dispositivos de seguridad no sujetos a armonización en el plano comunitario.  El nuevo reglamento entró en vigor el 31 de marzo de 2003 y permanecerá en vigencia hasta el 31 de marzo de 2010.

120. El Consejo adoptó el 26 de febrero de 2004 un reglamento que otorga a la Comisión facultades ejecutivas claras para examinar los asuntos relativos al transporte aéreo entre las CE y terceros países.
  El reglamento también faculta a la Comisión para otorgar exenciones por categorías respecto de acuerdos sobre transporte aéreo entre empresas comunitarias y de terceros países, con excepción de los casos de fusión.
  Además, está en estudio un proyecto de reglamento relativo a la competencia desleal de empresas de transporte aéreo subvencionadas de terceros países;  propone que las reclamaciones se examinen para determinar si se ha causado perjuicio al sector del transporte aéreo comunitario como consecuencia de la subvención.  Puede concertarse en todo momento un arreglo extrajudicial con el tercer país.  Sin embargo, en caso de determinación afirmativa, la Comisión, con la asistencia de un comité asesor, puede imponer derechos a las empresas de transporte aéreo subvencionadas de terceros países.  Se prevé que la propuesta será aprobada por el Parlamento Europeo y el Consejo en 2004 y entrará en vigor el mismo año.  En marzo de 2003 la Comisión comenzó también el examen de un reglamento sobre la aplicación de las normas sobre la competencia en el transporte marítimo.
  Con arreglo al reglamento, los acuerdos y consultas sobre fijación de precios y suministros entre conferencias marítimas (que normalmente se consideran restricciones especialmente graves) quedan exentos de las normas comunitarias sobre la competencia.  La revisión tiene por objeto verificar si determinadas disposiciones del reglamento, en particular la exención por categoría concedida a las conferencias marítimas, siguen justificándose y rindiendo los beneficios esperados.

121. El número total de nuevos asuntos antimonopolio aumentó de 284 en 2001 a 321 en 2002;  los asuntos promovidos por la Comisión aumentaron de 74 a 91.  La cantidad total de asuntos terminados disminuyó de 378 en 2001 a 363 en 2002.  En 2002 se tramitaron nueve asuntos referentes a cárteles, imponiéndose multas por un total de 1.000 millones de euros.

b)
Fusiones

122. La reglamentación de las CE sobre el control de las fusiones procura evitar las situaciones en que la competencia queda significativamente trabada, en particular por el establecimiento o el reforzamiento de una posición dominante, creada o acentuada como consecuencia de fusiones y adquisiciones.
  En virtud del Reglamento sobre fusiones, la Comisión evalúa las concentraciones propuestas que alcancen una dimensión comunitaria, que se define por el volumen de negocios, aplicando en la evaluación el criterio de si establecen o refuerzan una posición dominante.
123. Durante el período en examen, el Consejo adoptó una versión revisada del Reglamento ("Reglamento comunitario de concentraciones"), que introduce un nuevo criterio sustantivo para el análisis de las fusiones desde el punto de vista de la competencia (incluyendo los oligopolios)
;  racionaliza la oportunidad de la notificación a la Comisión de las fusiones propuestas introduciendo la posibilidad de la notificación previa a la conclusión de un acuerdo vinculante y suprimiendo la prescripción de que las transacciones se notifiquen dentro de la semana siguiente a la conclusión de un acuerdo;  procura reducir la incidencia de los casos de "presentación múltiple" adoptando un sistema de remisión de los casos de fusión por la Comisión a las autoridades encargadas de la competencia de los Estados miembros
;  otorga mayor flexibilidad en los plazos para la realización de investigaciones sobre las fusiones añadiendo tres semanas después de la presentación del ofrecimiento de una solución;  y amplía las facultades de investigación de que dispone la Comisión permitiéndole imponer mayores multas por el incumplimiento de la obligación relativa a la presentación de información.  La nueva reglamentación estará en aplicación a partir del 1º de mayo de 2004.

124. Además, en enero de 2004 la Comisión adoptó un proyecto de directrices sobre la evaluación de las fusiones entre empresas competidoras con el fin de establecer un entorno transparente y previsible respecto de las decisiones en materia de fusión.  Las directrices se refieren a los efectos de la concentración en la competencia que se desarrolla en un mercado, y a los factores que podrían atenuar una constatación inicial de probable daño a la competencia (como el poder de la demanda, la facilidad de entrada, etc.).  Un primer proyecto de directrices fue objeto de consultas públicas hasta marzo de 2003.  La Comisión también procura estudiar con los Estados miembros varias alternativas encaminadas a lograr una revisión judicial más rápida de los asuntos relativos a fusiones.

125. El número de fusiones y adquisiciones notificadas a la Comisión disminuyó de 279 en 2002 a 212 en 2003.  La Comisión dictó 231 decisiones definitivas en 2003, de las cuales sólo 8 requirieron una investigación a fondo, frente a 20 casos en 2001;  finalmente, las 8 transacciones fueron aprobadas.
  No se registraron decisiones de prohibición en 2003 ni en 2002, pero en 2001 las hubo en un número sin precedentes (5);  en 2 casos, no estaban sujetas a condiciones.

c)
Ayuda estatal

126. El marco legislativo que rige la concesión de ayuda estatal en las CE no ha tenido mayores modificaciones desde el último examen de sus políticas comerciales.  Conforme a las disposiciones del Tratado constitutivo de la CE, las ayudas estatales que falsean la competencia intracomunitaria están prohibidas.
  Sin embargo, en determinadas circunstancias pueden hacerse excepciones a esta prohibición con fines de desarrollo regional;  ciertos objetivos horizontales, como el apoyo a las pequeñas y medianas empresas, la investigación y desarrollo, la protección del medio ambiente, la ayuda para reflotar y reestructurar empresas en dificultades, el empleo y la capacitación;  y sectores específicos entre los que figuran el carbón y el acero
, las fibras sintéticas, los vehículos automóviles, la construcción naval, la agricultura, la pesca y la acuicultura, y el transporte.  La política se orienta actualmente a la reducción de los niveles de la ayuda estatal y su reorientación hacia objetivos horizontales, como se confirmó en la reunión del Consejo Europeo celebrada en Bruselas en marzo de 2003.

127. Durante el período objeto de examen, la Comisión adoptó un reglamento de exención por categoría para las ayudas estatales para el empleo.
  El reglamento permite que los poderes públicos otorguen ayudas a las empresas para incrementar sus niveles de empleo, especialmente el de los trabajadores de determinadas categorías desfavorecidas
;  sin embargo, la ayuda concedida no debe afectar negativamente a las condiciones de los intercambios en el mercado común.  Otras normas adoptadas sobre la ayuda estatal para sectores determinados se refieren a los sectores de la industria cinematográfica
, la construcción naval y el carbón y el acero (después de la expiración del Tratado de la CECA).  Además, se adoptó un marco multisectorial sobre ayudas regionales a grandes proyectos de inversión a fin de crear mayor transparencia y reducir el nivel general de las subvenciones en esos proyectos.

128. En 2003 se registraron unos 1.000 casos de ayuda estatal, de los cuales más de 100 fueron casos no notificados promovidos por la Comisión.  Se adoptó decisión definitiva sobre 617 casos, y en 53 casos (alrededor del 8,6 por ciento) se observó que eran incompatibles con el mercado común.  Las últimas cifras dadas a conocer por la Comisión indican que en 2001 las CE-15 otorgaron ayuda especial por valor de 86.000 millones de euros
, frente a 85.700 millones en 1999 y 85.200 millones en 2000.  En términos relativos esto representa una disminución marginal, de alrededor del 1 por ciento del PIB de las CE en 1999 y 2000 a alrededor del 0,99 por ciento en 2001.  Sin embargo, existen disparidades importantes entres los Estados miembros.  Por ejemplo, en 2001 el porcentaje de ayuda estatal respecto del PIB osciló entre un 0,66 por ciento en el Reino Unido y un 1,58 por ciento en Finlandia (cuadro III.11).
  El indicador sobre la ayuda total menos la ayuda a la agricultura, la pesca y el transporte indica que los Países Bajos (0,15 por ciento), Luxemburgo (0,16 por ciento) y el Reino Unido (0,17 por ciento) tienen la asignación más baja de ayuda estatal, mientras que la más elevada corresponde a Portugal (0,77 por ciento), Dinamarca (0,68 por ciento) e Irlanda (0,65 por ciento).  En términos absolutos, Alemania otorgó el mayor nivel de ayuda en 2001 (23.000 millones de euros), seguida por Francia (16.000 millones) e Italia (12.000 millones).

Cuadro III.11

Ayuda estatal en las CE, en porcentaje del PIB, 2001

	
	Miembros de las CE-15a

	Tipo
	UE
	B
	DK
	D
	EL
	E
	F
	IR
	I
	L
	NL
	A
	P
	FI
	S
	UK

	

	Total de la ayuda
	0,99
	1,34
	1,36
	1,14
	1,02
	0,74
	1,10
	1,20
	1,01
	1,30
	0,98
	0,99
	1,04
	1,58
	0,71
	0,66

	Total de la ayudab
	0,38
	0,31
	0,68
	0,58
	0,36
	0,42
	0,42
	0,65
	0,35
	0,16
	0,15
	0,26
	0,77
	0,29
	0,19
	0,17


a
B:  Bélgica;  DK:  Dinamarca;  D:  Alemania;  EL:  Grecia;  E:  España;  F:  Francia;  IR:  Irlanda;  I:  Italia;  L:  Luxemburgo;  NL:  Países Bajos;  A:  Austria;  P:  Portugal;  FI:  Finlandia;  S:  Suecia;  UK:  Reino Unido.

b
Total de la ayuda estatal fuera de la agricultura, la pesca y el transporte.

Fuente:
COM (2003) 225 final.

129. En el año 2001, la mayor parte de la ayuda se destinó a los transportes (46 por ciento) y las manufacturas (25 por ciento).
  El sector de la agricultura recibió un 15 por ciento, y el carbón y los servicios recibieron 7 y 4 por ciento, respectivamente.  Se manifestaron diferencias importantes en la distribución de la ayuda entre los Estados miembros.  Por ejemplo, un 74 por ciento de la ayuda sectorial de Luxemburgo se destinó a los transportes, mientras que la asignación equivalente de Portugal fue del 2 por ciento.  Análogamente, Finlandia destinó un 65 por ciento de su ayuda sectorial a la agricultura mientras que tanto Alemania como Dinamarca le asignaron un 9 por ciento (cuadro III.12).  En 2002, la ayuda destinada a objetivos horizontales, incluidos los objetivos de cohesión, representó un 73 por ciento de la ayuda total sin la destinada a la agricultura, la pesca y los transportes.  Según la Comisión, los Estados miembros han seguido reorientando la ayuda hacia objetivos horizontales de interés comunitario:  la proporción aumentó de un promedio del 62 por ciento en el período 1998-2000 a un 69 por ciento en 2000-2002.  Por otra parte, en el año 2002 alrededor del 59 por ciento de la ayuda estatal concedida por las CE-15 a los sectores de las manufacturas y los servicios consistió en donaciones;  un 24 por ciento, en exenciones de impuestos;  un 6 por ciento, en préstamos en condiciones de favor;  un 3 por ciento, en garantías;  un 3 por ciento, en aplazamiento de impuestos;  y un 6 por ciento, en participación en el capital social.

Cuadro III.12

Ayuda estatal en las CE, por sectores, 2001

(En porcentajes)

	Tipo
	Miembros de las CE-15a

	
	EU
	B
	DK
	D
	EL
	E
	F
	IR
	I
	L
	NL
	A
	P
	FI
	S
	UK

	Manufacturas
	25
	18
	26
	33
	35
	22
	21
	35
	33
	11
	15
	24
	17
	16
	20
	12

	Turismo
	0
	0
	-
	0
	-
	0
	-
	2
	1
	-
	-
	1
	1
	-
	-
	0

	Servicios financieros
	2
	-
	-
	0
	-
	-
	10
	8
	-
	-
	-
	-
	1
	-
	-
	-

	Medios de comunicación, cultura y servicios
	1
	0
	1
	0
	0
	1
	2
	2
	0
	2
	1
	-
	39
	1
	6
	1

	Empleo y formación para las manufacturas y los servicios
	3
	5
	23
	0
	-
	11
	0
	7
	1
	-
	0
	1
	16
	1
	1
	11

	Transporte
	46
	66
	41
	40
	46
	28
	40
	27
	56
	74
	62
	31
	2
	17
	51
	64

	Agricultura y pesca
	15
	11
	9
	9
	18
	16
	21
	18
	10
	13
	22
	42
	25
	65
	21
	11

	Carbón
	7
	-
	-
	18
	-
	22
	6
	-
	-
	-
	-
	-
	-
	-
	-
	1


a
B:  Bélgica;  DK:  Dinamarca;  D:  Alemania;  EL:  Grecia;  E:  España;  F:  Francia;  IR:  Irlanda;  I:  Italia;  L:  Luxemburgo;  NL:  Países Bajos;  A:  Austria;  P:  Portugal;  FI:  Finlandia;  S:  Suecia;  UK:  Reino Unido.

Fuente:
COM (2003) 225 final.

130. Todos los países de la adhesión asumirán y aplicarán el acervo comunitario de las CE en materia de política de competencia desde su adhesión, incluida la ayuda estatal, con sujeción a unos pocos acuerdos de transición.  Las disposiciones transitorias se refieren a la eliminación de la ayuda fiscal incompatible con el régimen comunitario que se presta a las pequeñas y medianas empresas y a las empresas extraterritoriales;  la conversión de la ayuda fiscal incompatible otorgada a grandes empresas en ayuda destinada a las inversiones regionales;  y la prestación de ayuda estatal para la protección del medio ambiente y la reestructuración de las industrias de la construcción naval y el acero.  La fecha de expiración de estas disposiciones de transición oscila entre 2005 y 2011.  Según la Comisión, Eslovaquia, Malta, Polonia y la República Checa deben acentuar sus esfuerzos para lograr la adecuada aplicación de todas las medidas referentes a la ayuda estatal.

iii) Protección de los derechos de propiedad intelectual

131. El régimen de los derechos de propiedad intelectual se rige en las CE simultáneamente por normas legislativas comunitarias y la legislación de los Estados miembros.  Desde la ratificación del Tratado de Niza, las CE han asumido una función más amplia en la competencia exterior sobre la protección de los derechos de propiedad intelectual (capítulo II 2)).  La legislación de los Estados miembros toma en consideración la legislación comunitaria, así como los compromisos derivados de acuerdos internacionales, entre ellos el Convenio sobre la Patente Europea, los convenios y tratados de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y el Acuerdo sobre los ADPIC de la OMC.  Según la Comisión, la protección de los derechos de propiedad intelectual por los tratados internacionales ha dado lugar a cierta normalización de la legislación nacional en determinadas esferas.  Sin embargo, no ofrece una base adecuada para completar el mercado único.  En consecuencia, la Comisión procura seguir armonizando la legislación nacional de los Estados.  Durante el período objeto de examen se registraron novedades que fortalecen el régimen comunitario de propiedad intelectual.

a)
Propiedad industrial

Marcas de fábrica o de comercio y dibujos y modelos industriales

132. El Consejo Europeo adoptó el 27 de octubre de 2003 una decisión por la que se aprueba la adhesión de la Comunidad al Protocolo de Madrid relativo al registro internacional de las marcas.
  A este respecto se adoptó un nuevo reglamento sobre la marca comunitaria.
  La nueva legislación permite que los titulares y solicitantes de marcas comunitarias soliciten protección internacional de sus marcas con arreglo al Protocolo de Madrid.  También permite a los titulares de marcas de fábrica o de comercio registradas internacionalmente (con arreglo al Protocolo de Madrid) solicitar la protección del sistema de marcas de la Comunidad.  El Protocolo entrará en vigor respecto de las CE en el último trimestre de 2004.  Actualmente, la Oficina de Armonización del Mercado Interior (OAMI) se prepara para recibir las primeras de estas solicitudes.  Las marcas comunitarias tienen una validez de 10 años contados desde la fecha de presentación y pueden renovarse por un número indeterminado de períodos de 10 años.

133. En 2002, la OAMI recibió 45.104 solicitudes y registró 35.896 marcas comunitarias;  entre 1996 y 2002 se registraron en total 168.190 marcas.

134. El 21 de octubre de 2002, la Comisión adoptó un reglamento que permite a la OAMI comenzar el registro de dibujos y modelos comunitarios a comienzos de 2003.  Se prevé que el registro de los dibujos y modelos comunitarios otorgue protección a las empresas en toda la Comunidad por un máximo de 25 años.
  La OAMI comenzó a recibir solicitudes para dibujos y modelos comunitarios el 1º de abril de 2003.

135. El 19 de febrero de 2004, el Consejo adoptó un reglamento que procura mejorar el sistema de la marca comunitaria
 respecto del sistema de búsquedas, que en el régimen anterior se consideraba que dilataba innecesariamente los procedimientos de registro y suponía una carga administrativa gravosa sin suministrar a los solicitantes un instrumento eficaz y de buen rendimiento para la vigilancia.  Además, el nuevo reglamento prevé que los representantes autorizados registrados ante la OAMI podrán desarrollar su actividad en cualquier lugar de las CE en que residan.
  Otras disposiciones reglamentarias propuestas son la eliminación de los requisitos sobre nacionalidad y reciprocidad para solicitar una marca comunitaria;  y modificaciones de las normas sobre la adopción de decisiones respecto de los nombramientos para las salas de recurso de la OAMI.

136. Todos los países de la adhesión adoptarán y aplicarán desde su adhesión el régimen de propiedad intelectual de las CE.  A fin de proteger el carácter unitario de la marca comunitaria y los dibujos y modelos comunitarios, los derechos ya otorgados se extenderán automáticamente al territorio de estos países teniendo en cuenta los derechos anteriores existentes en ellos.

Patentes

137. Existen tres métodos para la presentación de solicitudes de patente en los Estados miembros de las CE.  Pueden presentarse mediante el procedimiento nacional, ante la autoridad nacional competente;  por el procedimiento unitario que ofrece la Oficina Europea de Patentes, para obtener una patente europea;  y por el procedimiento internacional que ofrece el Tratado de Cooperación en materia de Patentes (PCT).  La Comisión sigue procurando lograr la armonización de la legislación en los aspectos en que las diferencias en las legislaciones nacionales traban el funcionamiento del mercado interior.

138. En marzo de 2003 se alcanzó un criterio político común acerca de un proyecto de reglamento sobre la patente comunitaria;  sin embargo, no se ha logrado todavía un acuerdo total.  El proyecto de reglamento tiene por objeto crear un derecho de propiedad industrial único (de toda la Comunidad), otorgado por la Oficina Europea de Patentes.  El reglamento también prevé la creación de un "Tribunal de la Patente Comunitaria" para conocer en los litigios referentes a la patente comunitaria.  Esto último ha sido justificado por la Comisión sobre la base de que "sólo un órgano jurisdiccional centralizado comunitario puede garantizar sin fisuras la uniformidad del derecho y la coherencia de la jurisprudencia".  En caso de adoptarse, este reglamento eliminaría las distorsiones de la competencia causadas por el carácter territorial de la protección nacional de los derechos y permitiría la libre circulación de los bienes protegidos por patentes.  No se ha adoptado todavía el proyecto sobre la armonización de las normas relativas a las invenciones ejecutadas en ordenador, que existía en el momento del anterior Examen de las Políticas Comerciales de las CE.

139. La información sobre solicitudes de patentes presentadas en 2001, compilada en el sitio Web trilateral de la OEP, la Oficina de Patentes del Japón y la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos, indica que casi todas las actividades de las tres entidades se dedican a los miembros de las otras (cuadro III.13).  En el año 2001 la OEP recibió 106.243 solicitudes de patentes europeas, que en un 49 por ciento fueron presentadas por miembros del Convenio sobre la Patente Europea;  el resto procedía principalmente de los Estados Unidos (28 por ciento) y el Japón (15 por ciento).  En 2002 la OEP concedió 47.384 patentes, un 54 por ciento de las cuales correspondía a miembros del Convenio sobre la Patente Europea, un 25 por ciento a los Estados Unidos y un 17 por ciento al Japón.

Cuadro III.13

Solicitudes de patente presentadas a la Oficina Europea de Patentes, por bloques de origen, 1996-2002

	Año
	Estados partes en el CPE
	Japón
	EE.UU.
	Otros

	1996
	49,2
	17,8
	29,2
	3,8

	1997
	50,1
	17,6
	28,1
	4,2

	1998
	50,2
	16,8
	28,6
	4,4

	1999
	50,4
	16,4
	28,4
	4,8

	2000
	49,4
	17,0
	28,3
	5,3

	2001
	48,8
	18,0
	27,7
	5,5

	2002
	50,3
	15,0
	28,3
	6,4


Fuente:
The Trilateral Offices [en línea].  Puede consultarse en:  www.european-patent-office.org.

140. Con respecto a la protección de las obtenciones vegetales, los solicitantes de los Estados miembros pueden recurrir tanto al sistema nacional como al procedimiento unitario que ofrece la Oficina Comunitaria de Obtenciones Vegetales.  En 2002, la Oficina recibió 2.223 solicitudes de derechos de obtención vegetal comunitaria y 1.704 títulos.  Al 31 de diciembre de 2002 estaban en vigor casi 7.800 derechos de obtenciones vegetales comunitarias.

141. En materia de invenciones biotecnológicas, un informe difundido por la Comisión llega a la conclusión de que los Estados miembros necesitan aplicar rápida y cabalmente las directivas sobre la protección jurídica de las invenciones biotecnológicas a fin de evitar que las CE se rezaguen respecto de sus competidores.

b)
Indicaciones geográficas

142. Existen normas comunitarias para la protección de las denominaciones de origen e indicaciones geográficas de productos de la agricultura y productos alimenticios, vinos y bebidas espirituosas.
 Para los productos de la agricultura y los productos alimenticios existe un sistema comunitario de examen y registro.  Las asociaciones de productores o elaboradores de un mismo producto agrícola o alimenticio u otras personas físicas o jurídicas tienen derecho, en determinadas condiciones, a solicitar el registro de una indicación geográfica a nivel de la UE.  La solicitud de registro debe remitirse al respectivo Estado miembro para las indicaciones geográficas de productos de origen comunitario, o a las autoridades del país en que está situada la zona geográfica respecto de las indicaciones geográficas de productos de origen no comunitario.  Si el Estado miembro de las CE, o la autoridad competente del tercer país, considera que la solicitud cumple los requisitos del registro, la trasmite a la Comisión Europea, que verifica el cumplimiento de las condiciones.  La solicitud requiere una especificación que contenga el nombre y descripción del producto;  la definición de la zona geográfica;  los métodos de preparación;  los factores relacionados con la zona geográfica;  los órganos de inspección;  detalles sobre el etiquetado, y cualquier otra prescripción legislativa.  Si la solicitud satisface a la Comisión, ésta publica sus conclusiones favorables en el Diario Oficial de las CE y, si en los tres meses siguientes a la publicación no se formulan objeciones (por interesados de la UE o de terceros países), el producto se inscribe en el registro de la Comunidad.  La Comisión examina las objeciones formuladas antes de adoptar una decisión sobre el otorgamiento de la indicación geográfica.  Respecto de los vinos y las bebidas espirituosas, la función de la Comisión es menos importante.  La legislación comunitaria determina el nivel general de protección, dejando a cargo de los Estados miembros la responsabilidad del control y la protección de las respectivas indicaciones geográficas.  Éstas, una vez comunicadas a la Comisión y publicadas, gozan de protección en toda la Comunidad.

143. Durante el período en examen se introdujeron modificaciones en el reglamento que establece normas comunes para la protección de las indicaciones geográficas y denominaciones de origen de productos agrícolas y productos alimenticios.
  Las modificaciones incluyen cambios del ámbito de aplicación del Reglamento (inclusión del vinagre de vino y eliminación del agua mineral)
;  la ampliación de la lista de productos comprendidos en el Anexo I (productos alimenticios) y el Anexo II (productos agrícolas);  el otorgamiento de facultades a la Comisión para imponer condiciones que exijan que el envasado se produzca en la zona geográfica delimitada cuando así se justifique por razones de salvaguardia de la calidad, rastreabilidad y control;  y el otorgamiento a los Miembros de la OMC del derecho de oposición al registro de indicaciones geográficas comunitarias.  Otras modificaciones son disposiciones referentes a los casos en que los nombres geográficos son total o parcialmente homónimos, y a los derechos adquiridos mediante el uso.

144. Durante el período en examen los Estados miembros de las CE también aprobaron una selección de 41 productos de calidad regionales de las CE cuya denominación las CE procuran recuperar como parte de las actuales negociaciones comerciales multilaterales sobre la agricultura.
  Se prevé que esa lista se actualizará con indicaciones geográficas de los nuevos Estados miembros.

c)
Derecho de autor y derechos conexos

145. En materia de derecho de autor y derechos conexos, el marco reglamentario en el plano de la Comunidad no ha tenido cambios durante el período en examen, fuera de la conclusión de un acuerdo bilateral que extiende la protección jurídica de las bases de datos a la Isla de Man.  El plazo para la aplicación por los Estados miembros de la Directiva sobre la armonización de ciertos aspectos del derecho de autor y los derechos conexos en la sociedad de la información venció el 22 de diciembre de 2002.
  En lo que respecta a futuras iniciativas, la Comisión se propone presentar en la primavera de 2004 una comunicación sobre la gestión del derecho de autor y los derechos conexos.  Tiene por objeto indicar medidas para crear un entorno más favorable para la comercialización transfronteriza y el otorgamiento de licencias de esos derechos.

d)
Observancia

146. La Comisión informa de que la piratería y la falsificación provocan en las CE la pérdida anual de unos 17.000 empleos legítimos.  Los principales campos parecen ser los programas de ordenador, en que se estima que un 37 por ciento de los utilizados en las CE resulta de la piratería;  y el calzado y las prendas de vestir, en que un 22 por ciento de las ventas efectuadas en las CE corresponden a productos piratas y falsificados.
  Según estimaciones de la Comisión, las mercancías piratas y falsificadas representan entre el 5 y el 7 por ciento del comercio internacional de las CE:  en 2001, su valor en el mercado comunitario legal fue de 2.000 millones de euros.  Esto representa un aumento de más del 900 por ciento en el número de artículos interceptados, en comparación con 1998.
  En el año 2002, los 7.553 procedimientos realizados dieron lugar a la interceptación de 85 millones de artículos;  en 2001 se decomisaron unos 94 millones de artículos en 5.056 procedimientos.  En 2002 los principales artículos decomisados fueron cigarrillos (37 por ciento), CD, DVD y casetes (14 por ciento), y prendas de vestir y accesorios (11 por ciento).
  Los datos publicados respecto de los dos primeros trimestres de 2003 registran 4.559 procedimientos y el decomiso de unos 50 millones de artículos.  Para hacer frente a este problema, el Consejo aprobó un reglamento sobre la lucha contra la falsificación y la piratería.
  El nuevo reglamento establece las condiciones en que las autoridades aduaneras pueden intervenir cuando se sospecha que las mercancías infringen derechos de propiedad intelectual, y establece procedimientos armonizados por los que los titulares de derechos pueden solicitar la adopción de medidas.  En caso de infracción, los Estados miembros deben aplicar sanciones proporcionadas y disuasivas.  En determinadas condiciones las mercancías infractoras pueden ser destruidas sin obligación de iniciar procedimientos para establecer si se han infringido derechos de propiedad intelectual.
  El reglamento entrará en vigor en julio de 2004.

147. El objetivo de hacer frente a la piratería y la falsificación de productos ha quedado establecido como prioritario en la estrategia de la Comisión para el mercado interior en 2003-2006.  A este respecto, el Consejo aprobó en abril de 2004 una Directiva sobre la observancia de los derechos de propiedad intelectual.
  Los objetivos de la directiva consisten en armonizar las legislaciones nacionales sobre la observancia de los derechos de propiedad intelectual entre los Estados miembros y establecer un marco general para el intercambio de informaciones entre las autoridades nacionales competentes.  La nueva directiva contiene procedimientos que se refieren a las pruebas y su protección y a medidas provisionales como los mandamientos judiciales y la incautación.
  Los recursos de que disponen los titulares de derechos comprenden la destrucción, devolución o retiro permanente del mercado de los productos ilegales, la indemnización monetaria, mandamientos judiciales e indemnización de daños y perjuicios.  Además, los jueces están facultados para disponer que determinadas personas revelen el nombre y domicilio de quienes actúan en la distribución de bienes o servicios ilegales, junto con detalles sobre las cantidades y los precios respectivos.  También existen normas sobre la legitimación para la acción judicial, la presunción de autoría a los efectos del derecho de autor y la titularidad de los derechos conexos, y las costas judiciales.

148. Según la Comisión, los países de la adhesión han adoptado en general las normas legales necesarias para la protección de los derechos de propiedad intelectual y han fortalecido sus órganos competentes en materia de observancia.  No obstante, se mantiene un grado relativamente alto de violaciones en comparación con la situación de los anteriores miembros de las CE, lo que crea la necesidad de intensificar en los próximos años la lucha contra la piratería y la falsificación.

� En el período que se examina, las Comunidades Europeas dieron los pasos necesarios para adherirse al Protocolo de Enmienda al Convenio Internacional sobre Simplificación y Armonización de Regímenes Aduaneros (Convenio de Kyoto), con la excepción del apéndice III del Protocolo.


� El Código Aduanero se puede consultar en línea en:  http://europa.eu.int/eur-lex/es/consleg/ pdf/1992/es_1992R2913_do_001.pdf;  el reglamento de aplicación figura en el Reglamento (CEE) Nº 2454/93, de 2 de julio de 1993.


� Se requiere un régimen aduanero para el despacho de las mercancías a libre práctica, el tránsito, el depósito aduanero, el perfeccionamiento activo, la transformación bajo control aduanero, la importación temporal, el perfeccionamiento pasivo y la exportación.  Los otros destinos aduaneros son la introducción de las mercancías en una zona franca o en un depósito franco, su reexportación fuera del territorio aduanero de la Comunidad, su destrucción y su abandono en beneficio del erario.


� Código Aduanero, artículo 59 1).





� Código Aduanero, artículo 169 1);  véase un análisis detallado de la legislación aduanera de las CE en Lux (2002).





� Código Aduanero, artículo 61.





� Código Aduanero, artículo 76.  El Código Aduanero distingue tres tipos de procedimiento simplificado:  una declaración que no contenga algunos de los datos requeridos;  la presentación de un documento mercantil o administrativo en lugar de la declaración, y la inscripción de las mercancías en los registros de entrada, dispensando así al declarante de presentarlas en aduana.





� El territorio aduanero comprende los territorios europeos de los Estados miembros (incluidas las aguas territoriales, las aguas continentales y el espacio aéreo) con algunas excepciones:  las Islas Feroe y Groenlandia en el territorio de Dinamarca;  la Isla de Helgoland y el territorio de Büsingen en el territorio de Alemania;  los municipios de Livigno y Campione d’Italia, así como una parte de las aguas del lago de Lugano, en el territorio de Italia, y Ceuta y Melilla en el territorio de España.  También se incluyen en el territorio aduanero de la Comunidad algunos territorios europeos situados fuera de las fronteras territoriales de los Estados miembros.  El territorio de Alemania incluye los territorios austriacos de Jungholz y Mittelberg, el territorio de Francia incluye el Principado de Mónaco, y el territorio de Italia incluye la República de San Marino;  el 1º de diciembre de 1992 entró en vigor un acuerdo de unión aduanera entre las CE y San Marino.





� Acuerdo sobre Valoración en Aduana.





� El Comité de Valoración en Aduana de la OMC y el Comité Técnico de Valoración en Aduana de la OMA.





� Información disponible en línea en:  http://www.eucommittee.be/Pops/2003archive/ ecustoms4252003.pdf.





� COM(2003) 452 final, de 24 de julio de 2003, disponible en línea en:  http://www.hmce.gov.uk/ about/reports/eu-electronic-customs.pdf.





� El programa "Aduana 2007" es una prórroga del programa "Aduana 2002" aplicado anteriormente.  Se puede obtener más información en línea en:  http://europa.eu.int/comm/taxation_customs/customs/c2007/ customs_2007_0_en.htm. 





� Comparación de métodos de trabajo e indicadores comunes convenidos de resultados para extraer enseñanzas de la aplicación de buenas prácticas.





� La CCN/CSI tiene por objeto mejorar el nivel de control y sentar las bases para las aduanas electrónicas en una comunidad ampliada.  Además, el sistema permite la transmisión acelerada de información sobre control y situaciones de crisis a los puestos aduaneros en las fronteras exteriores de las Comunidades.





� Se estima que durante los seis primeros meses del funcionamiento se han hecho 2,5 millones de consultas mensuales a la base de datos en línea de las Comunidades sobre el arancel integrado (TARIC) y los contingentes arancelarios.





� La información arancelaria vinculante (BTI) es una decisión adoptada por la administración de aduanas de un Estado miembro sobre la clasificación arancelaria de un determinado producto.  Permite a los agentes económicos clasificar sus mercancías de conformidad con la nomenclatura arancelaria y estadística de las CE.  Se pueden consultar en línea todas las BTI válidas en:  http://europa.eu.int/comm/taxation_customs/dds/ es/ebticau.htm.





� Reglamento (CE) Nº 2286/2003 de la Comisión, DO L343/1, de 18 de diciembre de 2003.





� Estas disposiciones establecen que la deuda aduanera contraída en los nuevos Estados miembros antes de la fecha de adhesión se reembolse de conformidad con el reglamento aplicable antes de la adhesión.  Existe más información en línea en:  http://europa.eu.int/eur-lex/pri/es/oj/dat/2003/l_236/ l_23620030923es07970802.pdf.





� El SA se aplica en las CE en virtud del Reglamento (CEE) del Consejo Nº 2658/87, modificado.  El Tribunal Europeo de Justicia ha sostenido sistemáticamente que las notas explicativas y los dictámenes de la OMA relativos a la clasificación son fuentes autorizadas para interpretar la nomenclatura aduanera de las CE en ausencia de disposiciones comunitarias pertinentes.





� Cuando una partida o subpartida del SA no se subdivide a efectos comunitarios, los dígitos séptimo y octavo son "00".





� El término TARIC deriva del francés:  Tarif Intégré des Communautés Européennes.





� Véase en OMC (2000a) y OMC (2003b) información más detallada sobre las repercusiones de la aplicación de derechos no ad valorem.





� El análisis se basa en los derechos ad valorem y en los equivalentes ad valorem cuando se ha dispuesto de información sobre los valores unitarios de las importaciones para calcularlos.  Por ello, no se tuvieron en cuenta 129 líneas arancelarias para el presente análisis.





� Los exportadores e importadores están obligados a registrar su información sobre el IVA y presentar regularmente declaraciones detalladas de sus operaciones a las autoridades nacionales.  Los costos administrativos de este sistema pudieran resultar elevados en las transacciones transfronterizas.





� COM (2001) 260 final, "Política fiscal en la Unión Europea - Prioridades para los próximos años".





� Véase información en línea de las CE en:  http://europa.eu.int/comm/taxation_customs/databases/ vies_en.htm.





� Directiva 2002/38/CE del Consejo, de 7 de mayo de 2002, y Reglamento (CE) Nº 792/2002 del Consejo, de 7 de mayo de 2002.





� Con arreglo al régimen anterior, los proveedores de las CE tenían que cargar el IVA cuando suministraban productos digitales, incluso en países no pertenecientes a las CE.





� Directiva 2003/92/CE del Consejo, de 7 de octubre de 2003.





� Quedarán exentos algunos subsectores de servicios relacionados con la propiedad inmobiliaria y los servicios de transporte.





� Comisión Europea, Comunicado de Prensa, IP/03/1024, de 16 de julio de 2003.


� COM(2003) 825 final, de 16 de diciembre de 2003, y MEMO/04/31, de 11 de febrero de 2004.





� Esta iniciativa se adoptó inicialmente en 1999 para un período experimental de tres años (con el fin de experimentar sus efectos sobre la creación de empleo y la lucha contra la economía sumergida);  permitía la aplicación de tipos reducidos en algunos subsectores de gran intensidad de mano de obra, como la reparación de bicicletas, calzado y artículos de cuero, la limpieza de cristales y la peluquería.





� Comisión Europea, Press Release, IP/03/788, de 3 de junio de 2003.





� Directiva 2003/96/CE, de 27 de octubre de 2003.





� En el Reglamento Nº 918/83 se enumeran los productos que pueden ser objeto de exención de derechos cuando concurran circunstancias especiales.  Se trata de los bienes y efectos personales importados por particulares;  productos de escaso valor y productos importados por particulares;  artículos importados para desarrollar actividades en aras del interés público;  bienes de inversión y otros bienes de equipo de las empresas que vayan a interrumpir definitivamente sus actividades en un país tercero para trasladarse a las Comunidades;  determinados productos obtenidos por agricultores comunitarios en explotaciones situadas en países terceros;  envíos realizados a organismos competentes en materia de protección de derechos de autor o de protección de la propiedad industrial y comercial;  material de información turística, fotografías y sellos;  algunos productos necesarios para las operaciones de transporte, y material funerario.





� Código Aduanero, artículos 124 a 128, y artículos 184 a 188.





� Un período no inferior a tres meses ni superior a un año civil, o un período inferior a tres meses si se trata del tiempo que resta hasta la conclusión de un año civil.





� Octava Directiva 79/1072/CEE del Consejo, de 6 de diciembre de 1979.


� Decisión 93/329/CEE del Consejo, de 15 de marzo de 1993.  El régimen aduanero de admisión temporal permite importar mercancías en el territorio de un Estado miembro con una finalidad concreta (con la exención total o parcial de los derechos e impuestos de importación) y reexportarlas posteriormente dentro de un plazo determinado sin que hayan experimentado modificación alguna.





� Directiva 78/1035/CEE del Consejo, modificada, de 19 de diciembre de 1978.





� Directiva 69/169/CEE del Consejo, modificada, de 28 de mayo de 1969.





� El valor añadido exigido oscila entre el 40 por ciento y el 75 por ciento;  por ejemplo, en virtud de las normas de origen no preferenciales, el valor de los materiales no originarios utilizados para fabricar pulseras de reloj con tejido no debe exceder del 40 por ciento del precio franco fábrica del producto, mientras que en el caso de las grabadoras de cintas magnéticas, el valor añadido ha de ser al menos el 45 por ciento.  El valor añadido más alto se prescribe en los capítulos 84 a 94 de la Nomenclatura Combinada, como normas de origen alternativas.





� Certificado EUR.1, EUR.2, o formulario A, declaración de factura.





� El sistema paneuropeo de acumulación del origen prevé la aplicación de un único conjunto de normas de origen.  Los países participantes lo utilizan habitualmente como base para la mayoría de los restantes acuerdos comerciales preferenciales.





� En virtud del principio de absorción, cuando un material no originario adquiere la condición de originario porque cumple el requisito correspondiente de transformación, se considera que ese material es 100 por ciento originario una vez incorporado a un producto final;  la regla de tolerancia permite utilizar, en las manufacturas, un porcentaje limitado de materiales suministrados por países que no se benefician de la acumulación que en otras circunstancias no se aceptarían.





� Estervadeordal y Suominem (2003);  Brenton y Manchin (2002);  y Ghoneim (2003).





� Para un análisis detallado de los regímenes relativos a las normas de origen, véase el documento WT/REG/W45 de la OMC, de 5 de abril de 2002.





� Garay y Quintero (1997).





� Puede obtenerse más información en línea en:  http://europa.eu.int/comm/taxation_customs/customs/ origin/rules_origin/rules_of_origin_en.htm.





� Se trata del EEE, los acuerdos europeos, la Unión Aduanera con Turquía, los acuerdos de estabilización y asociación, los acuerdos euromediterráneos y los acuerdos de libre comercio con México, Sudáfrica y Suiza.





� En el caso de algunos acuerdos comerciales preferenciales, el acceso en franquicia arancelaria no tendrá lugar hasta que haya transcurrido un período transitorio.





� Documento de la OMC WT/REG/W/46, de 5 de abril de 2002.





� Los ingresos deben depositarse en el Fondo de Desarrollo para Iraq en las condiciones establecidas en la Resolución 1483 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.





� Posición Común 2003/495/PESC del Consejo, y Reglamento (CE) Nº 1030/2003 del Consejo.





� DO L72/18, de 14 de marzo de 2002.





� Documentos G/LIC/N/3/EEC/6 y G/LIC/N/EEC/6/Add.1 de la OMC, de 9 de octubre de 2003 y 11 de noviembre de 2003, respectivamente.





� Banco Mundial (2003).





� Esta información está disponible en línea en:  http://europa.eu.int/comm/taxation-customs/ databases/quota�en.htm.





� Se ha suspendido la aplicación de contingentes a las importaciones procedentes de Sri Lanka (Decisión 214/2001 del Consejo, de 26 de febrero de 2001, DO L 80, de 20 de marzo de 2001).





� Documento G/LIC/N/3/EEC/6 de la OMC, de 9 de octubre de 2003.





� Actualmente están suspendidas en virtud de los memorandos de entendimiento en vigor.





� Reglamento (CEE) Nº 3030/93 del Consejo, DO Nº L 275, de 8 de noviembre de 1993.  Los permisos de importación se deben expedir en un plazo máximo de cinco días laborables, por orden de presentación de la solicitud, y son válidos durante seis meses, que se pueden prorrogar por tres períodos adicionales de tres meses.





� Reglamento (CE) Nº 138/2003 del Consejo, de 21 de enero de 2003.  La cláusula tiene por objeto poner la legislación de las CE en conformidad con el párrafo 242 del informe del Grupo de Trabajo sobre la Adhesión de la República Popular China a la OMC.





� Reglamentos (CE) Nº 797/2002 (DO L 357, de 31 de diciembre de 2002) y (CE) Nº 2344/2002 (DO L 357, de 31 de diciembre de 2002) de la Comisión.  En estos anexos se establecen restricciones específicas que se aplican a determinados productos textiles y países proveedores.





� En 1990, se importaron 3,9 millones de toneladas.





� En las etapas segunda y tercera se produjo la integración del 16,2 por ciento y del 17,1 por ciento, respectivamente, de los textiles y prendas de vestir en el GATT.  Hasta la fecha se han eliminado 82 contingentes bilaterales, incluidos los aplicados a la República Popular China (documento G/TMB/N/363 de la OMC, de 4 de enero de 2001).





� Documento G/C/W/325 de la OMC, de 22 de octubre de 2001.





� Doce en la segunda etapa y 11 en la tercera.





� Véase información en línea en:  http://www.itcb.org/Documents/ITCB-TDEU02.pdf.


� Reglamento (CE) Nº 427/2003 del Consejo, de 3 de marzo de 2003, relativo a un mecanismo de salvaguardia transitorio aplicable a las importaciones de determinados productos originarios de la República Popular China y por el que se modifica el Reglamento (CE) Nº 519/94, relativo al régimen común aplicable a las importaciones de determinados países terceros.  Disponible en línea en:  http://europa.eu.int/eur�lex/pri/ es/oj/dat/2003/l_065/l_06520030308es00010011.pdf.





� DO L349/53, de 31 de diciembre de 1994, modificado por última vez por el Reglamento (CE) Nº 2472/2000, DO L 285, de 10 de noviembre de 2000.





� Este procedimiento se pone en marcha a petición de un Estado miembro o por iniciativa de la Comisión.





� Sólo se inicia en caso de que haya pruebas suficientes que justifiquen una investigación.





� Reglamento (CE) Nº 519/94, DO L 67, 10.3.94, página 89, modificado por última vez por el Reglamento (CE) Nº 27/2003 (DO L 65, 8.3.2003, página 1).





� Reglamento (CE) Nº 3030/93, DO L 275, 8.11.93, página 1, modificado por última vez por el Reglamento (CE) Nº 138/2003 (DO L 23, 28.1.2003, página 1);  y Reglamento (CE) Nº 517/94, DO L 67, 10.3.94, página 1, modificado por última vez por el Reglamento (CE) Nº 2309/2003 (DO L 342, 30.12.2003, página 21).





� Reglamento (CE) Nº 427/2003, DO L 65, 8.3.2003, página 1.





� Documentos G/SG/N/8/EEC/1 y G/SG/N/10/EEC/1 de la OMC, de 11 de septiembre de 2002.





� DO L 321, 6.12.2003, página 11.





� Documento G/SG/N/6/EEC/2 de la OMC.





� DO L 323, 10.12.2003, página 11.





� Documento G/SG/N/6/EEC/3 de la OMC.





� Documento G/AG/N/EEC/43 de la OMC, de 5 de junio de 2003.





� Véase información en línea en:  http://europa.eu.int/comm/enlargement/negotiations/ treaty_of_accession_2003/pdf/3_act_of_accession/aa00003_re03_en03.pdf.





� Una modificación introducida en 2002 reconocía formalmente a Rusia como una economía de mercado en el contexto de las medidas antidumping.  Las modificaciones realizadas en marzo de 2004 se refieren a la simplificación del procedimiento interno de adopción de decisiones de las CE, la introducción de plazos obligatorios en las investigaciones y la mejora de algunas normas sobre la aplicación de las medidas.





� Modificado por los siguientes actos jurídicos:  Reglamento (CE) Nº 2331/96 del Consejo, DO L 317, de 6 de diciembre de 1996;  Reglamento (CE) Nº 905/98 del Consejo, DO L 128, de 30 de abril de 1998;  Reglamento (CE) Nº 2338/2000 del Consejo, DO L 257, de 11 de octubre de 2000.





� Los pormenores figuran en los Reglamentos (CE) Nº 963/2002 y (CE) Nº 1310/2002 del Consejo.


� Se considera que un producto es objeto de dumping cuando su precio de exportación a las Comunidades es inferior, en el curso de operaciones comerciales normales, al precio comparable de un producto similar establecido en el país exportador.  El cálculo del margen de dumping puede resultar difícil dado que al realizar los ajustes necesarios en razón de las diferencias en la estructura del mercado (se establece la distinción entre economías de mercado y sin mercado) se han de tener en cuenta la fiscalidad, el momento de la venta y la gama de productos a los que se considera que ha afectado.


� La determinación de la existencia de daño requiere pruebas de que ha habido un aumento considerable del volumen de importaciones objeto de dumping, en términos absolutos o en relación con la producción o el consumo de las Comunidades, una subvaloración de precios y un efecto negativo sobre la industria comunitaria en relación con la producción y utilización de la capacidad, las existencias, las ventas, la cuota de mercado, las variaciones de los precios, los beneficios, el rendimiento de la inversión, el flujo de caja y el empleo.  El Reglamento establece que debe existir una relación causal entre el dumping y el daño.


� Los intereses de las Comunidades son los de la industria de las Comunidades y los de los usuarios y consumidores.  La adopción de medidas no debe tener un costo desproporcionado para las Comunidades.


� La Comisión indicó que el acusado descenso que se produjo en 2003 debe atribuirse a la estabilización del mercado del acero tras la imposición de medidas de salvaguardia en 2002, la decisión de no iniciar investigaciones sobre las importaciones procedentes de los 10 países en proceso de adhesión y la naturaleza cíclica de las denuncias y de la consiguiente imposición de medidas.





� A un número considerable de empresas se les aplicó un tipo del 0 por ciento al constatarse que no habían incurrido en dumping causante de daño.  El tipo medio de los derechos aplicados a las empresas respecto de las cuales se constató que habían incurrido en dumping fue del 25 por ciento.


� Concretamente, tres años después de haberse iniciado un procedimiento antidumping, la mediana de los valores de las importaciones procedentes de los países a los que se aplican medidas disminuye alrededor del 60 por ciento, en tanto que la correspondiente a los países a los que no se les aplica aumenta el 40 por ciento.  Lasgni (2000).





� OMC (2002).





� Seguirá requiriéndose el reconocimiento mutuo.





� Se estima que el comercio de productos comprendidos en los principales sectores regidos por directivas del nuevo enfoque supera los 1.500 millones de euros por año.





� El Comité Europeo de Normalización (CEN) y el Comité Europeo de Normalización Electrotécnica (CENELEC) elaboran normas europeas a través de un proceso de consenso con comités nacionales (que representan a los Estados miembros de las CE-15, Noruega, Suiza, Islandia, la República Checa y Malta).  El ETSI es el Instituto Europeo de Normas de Telecomunicaciones.  Alrededor del 85 por ciento de la labor de los organismos europeos de normalización resulta del impulso del mercado, mientras que sólo un 15 por ciento está formado por normas encomendadas por la Comisión.  Se estima que una norma del CEN necesita, por término medio, ocho años para su aprobación final;  una norma del CENELEC lleva de tres a cuatro años;  y una norma del ETSI, más de dos años.  Existen planes tendientes a reducir estos dilatados períodos de preparación.





� El CEN tiene un acuerdo con la ISO y el CENELEC lo tiene con la CEI.





� Puede obtenerse información en línea, en:  http:/europa.eu.int/comm/enterprise/newapproach/ legislatio/guide/legislation.htm.





� DG Empresa (2000).





� Decisión 90/683/CEE del Consejo, de 13 de diciembre de 1990, y Decisión 93/465/CEE del Consejo, de 22 de julio de 1993;  esta última establece un conjunto de procedimientos para la evaluación de la conformidad de los productos industriales con los objetivos o "requisitos esenciales" establecidos por las directivas sobre armonización técnica.





� Documento G/TBT/W/218 de la OMC, de 30 de junio de 2003.  Esto se aplica principalmente a productos que se rigen por directivas del nuevo enfoque (por ejemplo:  equipo eléctrico, maquinaria, juguetes, instrumental médico, equipo de protección individual, embarcaciones de recreo, equipos de radio y de telecomunicaciones, y equipos para uso en atmósferas potencialmente explosivas).





� COM(2003) 240 final, de 7 de mayo de 2003.





� Para detalles sobre los servicios de información, véase el documento G/TBT/ENQ/24 de la OMC, de 9 de marzo de 2004.





� COM(2003) 238 final, de 7 de mayo de 2003.





� DO C265, 4 de noviembre de 2003.





� Comisión Europea (2003c).





� DG Ampliación (2003).





� DG Ampliación (2003).





� Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, párrafo 2 del artículo 37.





� Artículos 152, 153 y 95.





� Las CE adoptaron una decisión por la que solicitaron su adhesión a la Comisión el Codex Alimentarius el 17 de noviembre de 2003:  DO L 309/14.  Decisión 2003/822/CE del Consejo, de 26 de noviembre de 2003.





� El Reglamento (CE) Nº 178/2002 armoniza los conceptos, principios y procedimientos que deben emplear los Estados miembros al adoptar normas nacionales sobre la inocuidad de los alimentos.  Las actividades en esta materia abarcan toda la cadena de producción de alimentos desde los aspectos zoosanitarios y fitosanitarios hasta el etiquetado de los productos alimenticios, así como la protección de los animales.





� Se trata de un sistema de la Comisión para el rápido intercambio de informaciones entre los Estados miembros en caso de riesgo grave e inminente (también se permite la participación de terceros países).





� En los casos de medidas de seguridad de emergencia.





� En caso de discrepancia sustantiva no resuelta sobre cuestiones científicas entre la AESA y el órgano competente de un Estado miembro, debe prepararse un documento conjunto que aclare las cuestiones controvertidas e indique los aspectos inciertos pertinentes de los datos, a fin de que el Consejo adopte la decisión.





� Otsuki, Sewadeh y Wilson (2000) estiman que la aplicación de las normas de las CE sobre los niveles de aflatoxina en los alimentos, en lugar de las reglamentaciones basadas en normas internacionales, reduciría los riesgos para la salud aproximadamente en 1,4 muertes en cada 1.000 millones de casos por año, y podría reducir las exportaciones africanas en más de 670 millones de dólares EE.UU.





� Directiva 2002/99/CE del Consejo, de 16 de diciembre de 2002.





� No obstante, los expertos de la Comisión también pueden realizar controles in situ.





� Documento G/SPS/N/EEC/103/Add.4 de la OMC, de 16 de septiembre de 2003.





� En respuesta a observaciones recibidas de terceros países, y para ayudarles a cumplir todas sus disposiciones, la Comisión adoptó reglamentos que establecen un "período de transición" general para los terceros países, que concluyó el 31 de diciembre de 2003.  Se han concedido otras disposiciones de transición a Australia, el Canadá, la República Popular China y los Estados Unidos, a condición de que se cumplieran determinadas condiciones.





� Reglamento (CE) Nº 1829/2003, de 22 de septiembre de 2003.





� Este plazo se amplía cuando la Autoridad pide información complementaria.  La AESA consulta a las autoridades nacionales competentes para emitir su dictamen.





� La moratoria se resolvió en 1999 por decisión mayoritaria de los Estados miembros de las CE.





� Reglamento (CE) Nº 1830/2003, de 22 de septiembre de 2003.





� Directiva 2003/74/CE, de 22 de septiembre de 2003.





� Testosterona, progesterona, acetato de trembolona, zeranol y acetato de melengestrol.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1393, de 15 de octubre de 2003.





� Comisión Europea, Press Release IP/03/1306, de 29 de septiembre de 2003.





� Directiva 2002/72/CE de la Comisión, de 6 de agosto de 2003.





� Comunicación de la Comisión Europea Nº 2002/C329/01.





� DO L 168/33, de 5 de julio de 2003.





� Estas medidas se adoptaron después de que la Oficina Alimentaria y Veterinaria (OAV) realizó una inspección de evaluación en el Brasil.





� DO L 154/114, de 21 de junio de 2003.





� Esta medida se adoptó después de que Francia descubrió Sudán rojo en productos derivados del chile picante originarios de la India.





� Decisión 1999/815/CE, de 19 de abril de 1999.





� Directiva 76/769/CEE del Consejo, con sus modificaciones.


� Los productos procedentes de plantas que se rigen por las disposiciones de transición debe estar claramente marcados, y no se permite su venta fuera de las fronteras nacionales;  las demás plantas que no cumplan las normas comunitarias serán clausuradas.





� Las normas comunes sobre la contratación pública se refieren a:  i) la definición del tipo de entidad pública contratante y el alcance de los contratos sujetos a las directivas;  ii) la definición del tipo de procedimiento que deben usar normalmente las entidades públicas para la adjudicación de los contratos;  iii) especificaciones técnicas en virtud de las cuales corresponde otorgar preferencias a las normas comunitarias, y los requisitos técnicos discriminatorios están excluidos de los contratos;  iv) la publicidad:  los avisos de licitación deben publicarse en el Diario Oficial de las CE, cumplir prescripciones específicas en materia de plazos y estar formulados conforme a modelos preestablecidos;  iv) la participación, estableciendo criterios objetivos para la selección cualitativa y la adjudicación;  y v) obligaciones referentes a la formulación de informes estadísticos que permitan a la Comisión vigilar el funcionamiento de estas normas (folletos sobre la contratación europea;  puede obtenerse en línea:  http://www.simap.eu.int/ES/pub/src/welcome.htm).





� Directivas 93/36/CE y 93/37/CE, de 14 de junio de 1993;  y 92/50/CE, de 18 de junio de 1992, modificada por la Directiva 97/52/CE, de 13 de octubre de 1997.





� El umbral mínimo para los contratos de suministros y servicios correspondientes a las entidades que actúan en los sectores del agua, la energía, los transportes y las telecomunicaciones es de 400.000 euros.





� Puede excluirse a los oferentes fallidos o que no han cumplido sus obligaciones fiscales con las autoridades de recaudación de impuestos.





� Los umbrales para el período 2004-2005 oscilaron entre 154.014 euros en los casos de las entidades del Anexo I para los bienes y servicios distintos de la construcción y 5.923.624 euros en el caso de las entidades del Anexo III para los servicios de construcción (documentos GPA/W/285 y GPA/W/285/Add.4 de la OMC).


� Decisión 94/800/CE del Consejo, de 23 de diciembre de 1994.  Los compromisos de las CE comprenden a las entidades contratantes que se enumeran en los Anexos 1, 2 y 3 del Apéndice I de su Lista.  Entre ellas figuran entidades del gobierno central, entidades de los gobiernos subcentrales y otras entidades, como las que prestan servicios públicos.  Los contratos están sujetos a umbrales mínimos.  Ciertos bienes y servicios están especificados en listas positivas (Anexos 4 y 5 del Apéndice I) (documento GPA/W/35/Rev.1 de la OMC, de 8 de julio de 1999).





� Por ejemplo, los acuerdos europeos y los acuerdos euromediterráneos.





� COM(2002) 743 final, Economic Reform:  report on the functioning of the community product and capital market.





� Pueden verse más detalles en DG Mercado Interior (2004).





� La Comisión ha resuelto adoptar un enfoque más sistemático y más horizontal en el tratamiento de los casos de incumplimiento de las normas relativas a la contratación pública, y no reaccionar al hilo de las denuncias que se le presenten (COM(2001) 309, página 96).





� Se estima que la contratación pública transfronteriza ha permanecido estancada desde 1998 alrededor de un 10 por ciento.





� COM(2003) 238 final, de 7 de mayo de 2003.  Puede obtenerse en línea, en:  http://europa.eu.int/ eur-lex/es/com/cnc/2003/com2003_0238es01.pdf.





� Reglamento (CE) Nº 2195/2002, de 5 de noviembre de 2002.


� Documento WT/TPR/M/102/Add.2 de la OMC, de 31 de marzo de 2003.





� Reglamento (CEE) Nº 2603/69 del Consejo, de 20 de diciembre de 1969.





� Por ejemplo, está prohibida la exportación de alimentos y piensos con altos niveles de contaminación radiactiva;  y se requiere licencia para la exportación de objetos arqueológicos, esculturas y libros (con antigüedad mayor de 100 años).





� Posición común del Consejo 2003/495/PESC;  y Reglamento (CE) Nº 1030/2003 del Consejo, de 16 de junio de 2003.





� Posición común del Consejo 2002/991/PESC.





� Reglamento (CE) Nº 1334/2000 del Consejo, de 22 de junio de 2000.





� Incluidos el Acuerdo de Wassenaar, el Régimen de Control de Tecnología de Misiles, el Grupo de Suministradores Nucleares, el Grupo de Australia y la Convención sobre las Armas Químicas (Reglamento (CE) Nº 149/2003 del Consejo, de 27 de enero de 2003).





� Posición común del Consejo 2003/468/CFSP.





� Banco Mundial (2003).





� Sin incluir las exportaciones de azúcar originario de los países ACP y la India.





� Documento G/AG/N/EEC/44 de la OMC, de 11 de junio de 2003.





� Gohin y Gautier (2003);  OCDE (2000);  y Leetma (2001).





� Documento WT/TPR/M/102/Add.2 de la OMC, de 31 de marzo de 2003.





� Esas normas están enumeradas en el Anexo I de la Decisión.





� No tienen lugar consultas para las operaciones en las que el pago de la parte local se efectúa, a más tardar, al vencimiento de un plazo de tres meses, a partir de la total terminación de los trabajos o de las entregas.





� Los umbrales son del 40 por ciento para los contratos de un importe inferior a 7,5 millones de euros;  de 3 millones de euros para los contratos de un importe comprendido entre 7,5 y 10 millones de euros;  y del 30 por ciento para los contratos de valor superior a 10 millones de euros.





� 84/568/CEE, de 27 de noviembre de 1984.





� 98/29/CE, de 7 de mayo de 1998.





� Decisión del Consejo 2002/634/EC del 22 de julio de 2002.





� Documentos G/STR/N/5/EEC-G/STR/N/6/EEC-G/STR/N/7/EEC y G/STR/N/3/EEC de la OMC, de 23 de enero de 2002 y 23 de julio de 2002, respectivamente.





� Artículos 81 a 90.





� "EC competition policy after May 2004", discurso de Mario Monti, Comisario de Competencia de las CE, Speech/03/489, de 24 de octubre de 2003.





� El Tratado no establece ninguna definición de esas empresas;  sin embargo, se entiende que la expresión abarca una amplia gama de estructuras jurídicas, que incluyen sociedades colectivas y de otro tipo, cooperativas, empresas nacionalizadas y otros tipos de entidades públicas, e individuos, que se dedican a la producción y distribución de bienes y servicios.





� El párrafo 1 del artículo 81 del Tratado prohíbe los acuerdos que consistan en:  i) fijar directa o indirectamente los precios de compra o de venta u otras condiciones de transacción;  ii) limitar o controlar la producción, el mercado, el desarrollo técnico o las inversiones;  iii) repartirse los mercados o las fuentes de abastecimiento;  iv) aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales para prestaciones equivalentes;  y v) subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por otros contratantes, de otras prestaciones que, por su naturaleza, no guarden relación alguna con el objeto de dichos contratos.  El artículo 82 prohíbe sin excepción alguna, por ser incompatible con el mercado común, el abuso de una posición dominante.





� Estos acuerdos serán válidos automáticamente mientras se cumplan los criterios de excepción.





� Conforme a la legislación anterior, la exención correspondía exclusivamente a la Comisión.





� Este reglamento deroga el Reglamento 17/1962, de 21 de febrero de 1962.





� Reglamento (CE) Nº 1400/2002 de la Comisión, de 31 de julio de 2002.





� Conforme al sistema exclusivo, se asigna a los distribuidores un territorio determinado.  Se emplea un criterio cualitativo y/o cuantitativo para el sistema de distribución selectiva, conforme al cual todo distribuidor que cumpla el criterio puede participar en la red de distribución;  no puede impedirse que ningún distribuidor suministre automóviles a consumidores del extranjero.





� Los fabricantes de automóviles pueden exigir que el distribuidor exponga los vehículos en zonas específicas para cada marca en su sala de exposición.





� Pueden obtenerse más detalles en línea, en:  http://europa.eu.int/comm./competition/car_sector.





� El Reglamento Nº 358/2003 deroga la anterior exención por categoría del Reglamento Nº 3932/92.


� Artículo 81 del Tratado constitutivo de la CE.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/291, de 27 de febrero de 2003.





� Reglamento (CE) Nº 411/2004 del Consejo, de 26 de febrero de 2004.  El sector del transporte aéreo es el único en que la Comisión no dispone de facultades claras para aplicar las normas sobre la competencia en cuanto se refieren a empresas de transporte aéreo no comunitarias.





� Comisión Europea, Comunicados de prensa IP/03/284 e IP/04/272, de 24 de febrero de 2003 y 26 de febrero de 2004, respectivamente.





� Reglamento Nº 4056/86, de 22 de diciembre de 1986.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/445, de 27 de marzo de 2003.





� La reglamentación de las CE en materia de fusiones se expuso en detalle en el informe del anterior examen sobre las CE (OMC, 2002).  La principal reglamentación que rige el control de las fusiones en las CE es el Reglamento Nº 4064/89 del Consejo, de 21 de diciembre de 1989.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/04/70, de 20 de enero de 2004.





� Es decir, cada transacción debe ser examinada por la autoridad que está en mejores condiciones para hacerlo.





� Según la Comisión, ello se debió a que las empresas respectivas presentaron compromisos que eliminaron los problemas inicialmente planteados respecto de la competencia (en cinco casos), o las preocupaciones iniciales acerca de la competencia no quedaron confirmadas por la investigación a fondo (en dos casos).


� Artículo 87.





� Comunicación de la Comisión relativa a determinados aspectos del tratamiento de los asuntos de competencia resultantes de la expiración del Tratado CECA, DO C 152, de 26 de junio de 2002.





� COM (2003) 225 final, 30 de abril de 2003 [en línea].  Puede consultarse en:  http://europa.eu.int/ comm/competition/state_aid/scoreboard/2003/es.pdf.





� Reglamento Nº 2204/2002, de 12 de diciembre de 2002.





� Reglamento Nº 2204/2002 de la Comisión, punto f) del artículo 2, 12 de diciembre de 2002.





� Comunicación de la Comisión sobre determinados aspectos jurídicos vinculados a las obras cinematográficas y a otras producciones del sector audiovisual, DO C 43, 16 de febrero de 2002, páginas 6 a 17.





� DO C 70, 19 de marzo de 2002, páginas 8 a 20.





� Sin incluir la ayuda al sector ferroviario, el total de la ayuda estatal concedida alcanzó en 2002 los 49.000 millones de euros.





� El alto porcentaje de Finlandia se debe a la elevada proporción de ayuda a la agricultura (que representa alrededor del 65 por ciento de la ayuda total en el país).





� Alrededor del 63,3 por ciento de la ayuda estatal otorgada al sector manufacturero por las CE-15 tomó la forma de donaciones;  un 26,1 por ciento, exenciones de impuesto;  un 6,6 por ciento, de préstamos en condiciones de favor;  un 3,1 por ciento, de garantías;  un 0,5 por ciento, de aplazamiento de impuestos;  y un 0,3 por ciento, de participación en el capital social.





� Comisión Europea (2003c).





� El Protocolo fue adoptado en Madrid el 27 de junio de 1989.





� Reglamento (CE) Nº 1992/2003 del Consejo, de 27 de octubre de 2003.





� Comisión Europea, Press Release IP/02/1535, de 22 de octubre de 2002.  Las empresas conservarán la alternativa de registrar los dibujos y modelos industriales con arreglo a la legislación nacional armonizada por la Directiva 98/71/CE, si así lo prefieren.





� Reglamento (CE) Nº 422/2004 del Consejo, de 19 de febrero de 2004.





� Esto tiene por objeto evitar las situaciones en que el traslado de la sede social o el lugar de actividad a otro Estado miembro daba lugar a que se perdiera el derecho de representar a los clientes ante el servicio central de la propiedad industrial del anterior país de residencia.





� Comisión Europea, COM(2002) 767 final, proyecto de Reglamento del Consejo por el que se modifica el Reglamento (CE) Nº 40/94, sobre la marca comunitaria;  y Comisión Europea, Press Release IP/03/77, de 20 de enero de 2003.


� Puede obtenerse más información en línea en:  http://www.european-patent-office.org/tws/tsr_2002/ ch4/4_3.html.





� Puede obtenerse más información en línea en:  http://www.cpvo.fr/en/default.html.





� Comisión Europea, Press Release IP/02/1448, de 10 de octubre de 2002.  Durante el período en examen, la Comisión remitió al Tribunal los casos de ocho Estados miembros (Alemania, Austria, Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo, los Países Bajos y Suecia) por incumplimiento de la Directiva sobre la protección jurídica de las invenciones biotecnológicas.  La Directiva procura aclarar ciertos principios del derecho de patentes aplicado a las invenciones biotecnológicas, garantizando al mismo tiempo el respeto riguroso de normas éticas.  La Directiva debió haberse traspuesto en la legislación nacional de todos los Estados miembros para el 30 de julio de 2000 (Comisión Europea, Press Release IP/03/991, de 10 de julio de 2003).





� Reglamento (CEE) Nº 2081/92 del Consejo, del 14 de julio de 1992;  Reglamento (CE) Nº 1493/1999 del Consejo, de 17 de mayo de 1999;  y Reglamento (CEE) Nº 1576/1989 del Consejo, de 29 de mayo de 1989.





� El Reglamento Nº 692/2003 entró en vigor el 24 de abril de 2003.





� El Consejo observó que el Reglamento Nº 2081/92 no se prestaba para el registro del agua mineral y de manantial y que se planteaban dificultades respecto del uso de nombres idénticos para aguas diferentes y de nombres de fantasía no abarcados por las disposiciones del reglamento.  Según la Comisión, la Directiva 80/777/CEE del Consejo, de julio de 1980, sobre la explotación y comercialización de aguas minerales naturales, ofrece una reglamentación adecuada en el plano comunitario.





� Figuran entre los vinos y las bebidas espirituosas Bordeaux, Champagne, Oporto y Rioja;  y entre los demás productos, el queso Feta, el queso Roquefort y el jamón de Parma.





� Directiva 2001/29/CE, de 22 de mayo de 2001.





� COM (2003) 238 final.  Puede consultarse en línea, en:  http://europa.eu.int/eur-lex/es/com/ cnc/2003/com2003_0238es01.pdf.





� COM (2003) 238 final.  Puede consultarse en línea en:  http://europa.eu.int/eur-lex/es/com/ cnc/2003/com2003_0238es01.pdf.





� De 10 millones de artículos a 100 millones.





� Puede obtenerse más información en línea, en:  http://europa.eu.int/comm/taxation_customs/ customs/counterfeit_piracy/counterfeit8_en.htm.





� Reglamento (CE) Nº 1383/2003 del Consejo, de 22 de julio de 2003.  Puede obtenerse en línea en:  htt://europa.eu.int/eur_lex/pri/es/oj/dat/2003/1_196/1_19620030802es00070014.pdf.





� Comunicado de Prensa de la Comisión Europea IP/03/1059, de 22 de julio de 2003.





� El nuevo reglamento sustituye al Reglamento Nº 3295/94/CE, de 22 de diciembre de 1994.





� COM (2003) 46 final.  Puede consultarse en línea, en:  http://europa.eu.int/eur-lex/es/com/pdf/2003/ com2003_0046es01.pdf.





� La Directiva se aplica a las infracciones de derechos de propiedad intelectual fundadas en la cortesía internacional o en el derecho interno de los Estados miembros.


� Comisión Europea (2003c).








